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por medio de la cual se aprueba la "Convención Interamericana 

sobre Tráfico Internacional de Menores ", hecha en México, D. F., México, 

el dieciocho (18) de marzo de mil novecientos noventa y cuatro (1994). 

El Congreso de Colombia 

Visto el texto de la "Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional 

de Menores", hecha en la ciudad de México, D. F., México, el dieciocho (1,8) de 

marzo de mii novecientos noventa y cuatro- (1994), que a la letra dice: -, 

(Para ser transcrito: se adjuntan fotocopias del texto íntegro del Instrumento 
Internacional mencionado, debidamente autenticado por el Jefe de la Oficina 

Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores). 

«CONVENCION INTERAMERICANA 

SOBRE TRAFICO INTERNACIONAL DE MENORES 

Los Estados Parte en la Presente Convención, 

Considerando la importancia de asegurar una protección integral y efectiva 

del menor,, por medió de la instrumentación de mecanismos adecuados que 

permitan garantizar el respeto de sus derechos; 

- Conscientes-  de que el tráfico internacional de menores constituye una 

preocupación universal; 

Teniendo en cuenta el derecho convencional en materia de protección 
internacional del menor y en especial, lo previsto en los artículos 11 y 35 de la 

Convención sobre Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Uñidas el 20 de noviembre de 1989; 

Convencidos de la necesidad de regular los aspectos civiles y penales del 

tráfico internacional de menores; y . 	 , 

Reafirmando la importancia de la cooperación internacional para lograr una 
eficaz protección del interés superior del menor, 

Convienen lo siguiente: 

CAPITULO PRIMERO 

Normas generales 

Artículo 1 

El objeto de la presente Convención, con miras ala protección de los derechos 

fundamentales y el interés superior del menor, es la prevención y sanción del 

tráfico internacional de menores, así-como la regulación de los-  aspectos civiles 

y penales del mismo. 

En tal sentido, los. Estados Parte de esta Convención se obligan a: 

a) asegurar la protección del menor en consideración a su interés superior; 

b) instaurar un sistema de cooperación jurídica entre los Estados Parte que 
consagre la prevención y sanción del tráfico internacional de menores, así como 

adoptar las disposiciones legales y administrativas en la materia con ese propó- 

sito; y 	 - 	 - 	 _ 

c) asegurar la pronta restitución del menor víctima del tráfico intemacional al 
Estado de su residencia habitual, teniendo en cuenta el interés superior del menor. 

Artículo 2 - 

Esta Convención se aplicará a cualquier menor que se encuentre o resida 

habitualmente en un Estado Parte al tiempo de la comisión de un acto de tráfico 
internacional contra dicho menor. 

Para los efectos de la presente Convención: 

a) "Menor" significa todo ser humano cuyá edad sea inferior a dieciocho años; 

b) "Tráfico internacional de menores" significa la substracción, el traslado o 

la retención, o la tentativa de substracción, traslado o retención, de un menor con 

propósitos o medios ilícitos; 	 , 

c) "Propósitos ilícitos" incluyen, entre otros, prostitución, explotación sexual, 

servidumbre o cualquier otro propósito ilícito, ya sea en el Estado de residencia 

habitual del menor o én el Estado Parte en el que el menor se halle localizado; 

d) "Medios ilícitos" incluyen, entre otros, secuestro, consentimiento fraudu-

lento o forzado, la entrega o recepción de pagos o beneficios ilícitos con el fin de 
lograr el consentimiento de los padres, las personas o la institución.a cuyo cargo 

se halla el menor, o cualquier otro medio ilícito yá sea en el Estado de residencia 

habitual del menor o en el Estado Parte en el que el menor se encuentre. 

Artículo 3 

Esta Convención abarcará, así mismo, los aspectos civiles-de la sustracción, 

el traslado y la retención ilícitos de los menores en el ámbito internacional no 
previstos por otras convenciones internacionales sobre la materia. 

Artículo 4 

Los Estados Parte, en la medida de lo posible, cooperarán con los Estados no 

Parte en la prevención y sanción del tráfico internacional de menores y en la 

protección y cuidado de los menores víctimas de] hecho ilícito. 

. En tal sentido; - las autoridades competentes de los Estados Parte deberán 

notificar a las autoridades competentes de un Estado no Parte, en aquellos casos 

en que se encuentre en su territorio a un menor que ha sido víctima del tráfico 

internacional de menores en un Estado Parte. 	- 

Artículo 5 

A los, efectos de la presente Convención, cada Estado Parte designará una 

Autoridad Central y comunicará dicha designación a la Secretaría General de la 

Organización de los Estados Americanos. 
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Un Estado Federal, o un Estado-en el que están en vigor diversos sistemas trativas del Estado Parte de residencia habitual del menor, o las del Estado Parte 
jui dicos, o un Estado con unidades territoriales autónomas, puede-designar más donde se encontrare o se presuma que sé' encuentra reténido. 	. 
de una Autoridad Central y especificar lá extensión jurídica o territorial de sus 
funciones. El Estado que hagauso de esta facultad designará la Autoridad Central 

Cuando existan, razones dé urgencia a juicio de los reclamantes, podrá 

a la qué puede,dirigirse toda comunicación: presentarse la solicitud ante las autoridades judiciales o administrativás del 
lugár donde se produjo el hecho ilícito. 

En caso de que un Estado Parte designara más de una Autoridad Central hará . 	 Artículo 14 la comunicación pertinente a la Secretaría. General de la Organización .de los 
• Estados Americanos. 	 - La solicitud de localización 	' de restitución se tramitará por intermedio de " Y 	 P 	- 

• Artículo 6 
las  autoridades centrales o directamente ante ].as autoridades competentes 

Los EstadosParte velarán por el interés del menor, procurando que los 
previstas en el artículo .13 de 'esta Convención. Las autoridades requeridas 
acordarán los procedimientos más expeditos para hacerla efectiva. 

procedimientos de aplicación de la Convención permanezcan confidenciales en 
todo momento. 

" 	Recibida la solicitud respectiva, las autoridades requeridas dispondrán las 
medidas necesarias de conformidad con . su- derecho interno para iniciar, 

CAPITULO II facilitar y coadyuvar con los procedimientos judiciales y- administrativos 
Aspectos penales 	 _ relativos a la localización y restitución del menor. Además, se adoptarán -las 

Artículo 7` medidas para proveer la inmediata restitución del menor y, de ser necesario, 

Los Estados Parte se comprometen a adoptar medidas eficaces, conforme a asegurar su cuidado, custodia o guarda provisional, conforme a las circunstan- ' 

su derecho interno, para- prevenir y sancionar severamente el-tráfico internacio- cias, e impedir de modo preventivo que el menor pueda ser trasladado 

nal de menores definido en esta Convención. indebidamente a otro Estado. 

Artículo 8 La solicitud fundada de localización y de restitución deberá ser promovida 

•Los Estados Parte se comprometen a: " 
dentro de, los ciento veinte días de conocida la sustracción, el traslado o la
retención ilícitos del menor. Cuando la solicitud de localización y de restitución- 

a) prestarse asistencia.mutua en forma pronta y expedita•por intermedio de fuere promovida por un Estado Parte, éste dispondrá para hacerlo de un plazo 
sus Autoridades Centrales, dentro de los límites de la ley interna de cada Estado de ciento ochenta días. 
Parte y conformea los tratados internacionales aplicables, para las diligencias 
judiciales y administrativas, la obtención de pruebas y demás actos procesales 

Cuando fuere necesario proceder con carácter previo a la lócalizac'ióíi del 

que sean necesarios para el cumplimiento de los objetivos de esta Convención; 
'en menor, el plazo anterior se contará a partir. del día 	que ella fuere del' 

conocimiento de los titulares de' la acción. 	- 	 . 
b) establecer por medio de sus Autoridades Centrales. mecanismos e 

intercambio de información sobre legislación nacional, jurisprudencia, prácti- 
Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos anteriores, las autoridades del 

cas administrativas, estadísticas y modalidades que haya asumido el tráfico 
Estado Parte . donde el menor fuere retenido podráin ordenar en,cualquier 
momento la restitución del mismo conforme al interés superior de dicho menor. 

internacional de menores en sus respectivos Estados; y = 
c) disponer las medidas que sean necesarias para remover los obstáculos que 

Artículo 15 

puedan afectar en ellos la aplicación de esta Convención en sus respectivos En las solicitudes de cooperación comprendidas en esta Convención trans- 
Estados. - 	.- 	~ 	 - mitidas .por vía consular o diplomática o por intermedio de" las autoridades  

Artículo 9 centrales,  será innecesario el requisito de legalización u otras .formalidades 

Tendrán competencia para conocer de los delitos relativos al tráfico inter- 
similares. En el caso de solicitudes de cooperación cursadas-directamente entre 
tribunales de la zona fronteriza de los Estados Parte tampoco será necesario, el. 

nacional de menores: requisito de la legalización. Así mismo, estarán exentos de legalización en el 
a) el ,Estado Parte donde tuvo lugar la conducta ilícita; Estado Parte solicitante los documentos que sobre el particular se devuelvan "" 	- 

-b) el Estado Parte delresidencia habitual del menor; por las mismas vías. 

c) el Estado Parte en el que se hallare el presunto delincuente si éste no,fuere s solicitudes deberán estar traducidas, en su caso, al idioma ó idiomas 
extraditado; y 	 :- oficiales del Estado. Parte al que se dirijan. Respecto a los anexos, bastará la 

d) el Estado Parte eñ el que se hallare el menor víctima de dicho tráfico.. traducción de un sumario que contenga los datos esenciales de lós.mismos. 

Tendrá preferencia a los efectos del párrafo anterior el Estado Páíte que Artículo 16 

hubiere prevenido en-el conocimiento del hecho ilícito. Las autoridades competentes de un Estado Parte que constaten en el 

Artículo 10 territorio sometido a su-jurisdicción la presencia de una víctima'de tráfico 

Si uno de los Estados Parte que supedita la extradición a la existencia de un 
internacional de menores deberán adoptar las medidas inmediatas que sean 
necesarias para, su protección,, incluso aquellas 'de carácter preventivo que 

tratado recibe una solicitud de extradición proveniente de un Estado Parte con impidan el traslado indebido del menor a otro Estado. 
el cual no ha celebrado tratado, o en caso de haberlo no lo contemple entre los 
delitos extraditables, podrá considerar la presente Convención como la base Estas medidas serán comunicadas por medio de las autoridades centrales a 

jurídica necesaria para concederla en caso de tráfico internacional de menores. las autoridades competentes del Estado de la anterior residencia habitual del 

Así mismo, los Estados Parte que no supeditan la extradición a la existencia 
menor. Las autoridades intervinientes adoptarán cuantas medidas sean necesa-
rias para que los titulares de la acción de localización y restitución del menor 

de un tratado reconocerán el tráfico internacional- de menores como causal de estén informados dé las medidas adoptadas. 
extradición entre ellos. 

Cuando no exista Tratado de extradición, ésta estará sujeta a las demás 
condiciones exigibles por el derecho interno del Estado requerido. 

Artículo •17 
De conformidad con los objetivos de esta Convención, las_ autoridades 

c .• 	 Artículo 11- 	- 	- _ 
centrales de los Estados Parte intercambiarán información y colaborará con sus 
autoridades competentes, judiciales y admiñistrativas en todo lo relativo al 

Las acciones instauradas conforme a lo dispuesto en este capítulo no control de la salida y entrada de menores a su territorio. 
impiden que las autoridades, cornpetentes,del Estado Parte donde el menor se Artículo 18 
encontrare ordenen en cualquier momento su restitución-inmediata al Esiádo de 
su residencia habitual, considerando el interés superior del menor. 

~s adopciones y otras instituciones afines constituidas en un Estado Parte 
f` • 	-' 	'1 	-• 

CAPÍTULO III 
serán susceptibles de anulación cuando su origen o fin fuere el tráfico interna- 

Aspectos civiles. 
cional de menores. 

En la respectiva acción de anulación, se tendrá en cuenta en todo momento 
Articuló 12 : , : 	 F el interés superior del menor. 

La solicitud "de localización y restitución -del menor .derivada de esta . . La anulación se someterá a la ley y a las autoridades competentes del Estado 
Convención será promovida por aquellos titulares que establezca el derecho del de constitución de la -adopción o de la institución de que se trate.. 
Estado de la residencia habitual del menor. 

Artículo 19 
Artículo 13 

-Serán_ competentes para conocer de la solicitud de localización y de 
La guarda o custodia serán susceptibles de revocación cuando tuvieren su 

origen.o fin en el tráfico internacional de menores, en las mismas condiciones 
restitución, a opción de los reclamantes, las autoridades judiciales o adminis- -previstas en el artículo anterior. 	 - 
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Artículo 20 

La solicitud de localización y de restitución del menor podrá promoverse sin 
perjuicio de las acciones de anulación y revocación previstas en los artículos 
18y19. 	 - 

Artículo 21 

En los procedimientos previstos en el presente capítulo, la autoridad 
competente podrá ordenar que el particular o la organización responsable del 
tráfico internacional de menores pague los gastos y las costas de la localización,  
y restitución, en tanto dicho particular u organización haya sido parte de ese 
procedimiento: 

Los titulares de la acción o, en su caso, la autoridad competente podrán 
entablar acción civil para obtener el resarcimiento de las costas, incluidos los 
honorarios profesionales y los gastos de localización y restitución del menor, 
a menos que éstos hubiesen .sido fijados en un procedimiento penal o un 
procedimiento de restitución conforme a lo previsto en esta Convención. 

La autoridad competente o cualquier persona lesionada podrá entablar 
Q acción civil por daños y.perjuicios contra los particulares o las organizaciones 

responsables del tráfico internacional del menor. 

Artículo 22 

Los Estados Parte adoptarán las medidas que sean necesarias para lograr la 
gratuidad de los procedimientos de restitución del menor conforme a su 
derecho interno e informarán a las personas legítimamente interesadas en la 
restitución del menor de las defensorías de oficio, beneficios de pobreza e 
instancias de asistencia jurídica gratuita a que pudieran tener derecho, confor-
me a las leyes y los reglamentos de los Estados Parte respectivos. 

CAPITULO IV 	 - 

Cláusulas finales 

Artículo 23 

Los Estados Parte podrán declarar, al momento de la firma, ratificación o 
adhesión a esta Convención o con posterioridad, que se reconocerán y ejecu-
tarán las sentencias penales dictadas en otro Estado Parte en lo relativo a la 
indemnización de los daños y perjuicios derivados del tráfico internacional de 

O menores. 

Artículo 24 

Respecto a un- Estado que tenga en cuestiones tratadas en la presente 
Convención dos o más sistemas jurídicos aplicables en unidades territoriales
diferentes, toda mención 

a) A la ley del Estado se entenderá referida a la ley en la correspondiente 
unidad territorial; 

b) -A la residencia habitual en dicho Estado se entenderá referida a la 
residencia habitual en una unidad territorial de dicho Estado; 

c) A las autoridades competentes de dicho Estado se entenderá referida a las 
utoridades autorizadas para actuar en la correspondiente unidad territorial. 

Artículo 25' 

Los Estados que tengan dos o -más unidades territoriales en las que se 
apliquen sistemas jurídicos diferentes en cuestiones tratadas en la presente 
Convención podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación o adhe-
sión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o 
solamente a una o más de ellas. 

Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulterio-
res, que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se 
aplicará la presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se transmiti-
rán a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y 
surtirán efecto noventa días después de recibidas. 

Artículo 26 

Los Estados Parte podrán declarar, al momento de la firma, ratificación o 
adhesión a la presente Convención o con posterioridad, que no se podrá oponer 
en juicio civil en ese Estado Parte excepción o defensa alguna que -tienda a 
demostrar la inexistencia del delito o irresponsabilidad de una persona, cuando 
exista sentencia condenatoriaejecutoriada por este delito;-pronunciada en otro 
Estado Parte. 	 - 

Artículo 27 

Las autoridades competentes de las zonas fronterizas de los Estados-Parte 
AV podrán ' acordar, directamente y en cualquier momento, procedimientos de 

localización - y restitución más expeditos que los previstos en la presente 
Convención y sin perjuicio de ésta. 	- 

Nada de lo dispuesto en esta Convención se interpretará en el sentido 
de restringir las prácticas más favorables que entre sí pudieran observar 
las autoridades competentes de los Estados Parte para los propósitos tratados 
en ella. 

Artículo 28. . 

Esta Convención está abierta a la firma de los Estados miembros de la 
Organización de los Estados Americanos. 

Artículo 29 	 - 

Esta Convénción está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación 
se depositarán en la Secretaría General -de la Organización de los Estados 
Americanos. 	 - 

Artículo 30 

Esta Convención quedará abierta a la adhesión de cualquier otro Estado 
después qué haya entrado en vigor. Los instrumentos de adhesión se deposita-
rán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 

Artículo 31 

Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al momento 
de firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que la reserva verse sobre 
una o más disposiciones específicas y que no sea incompatible con el objeto y 
fines de esta Convención. 	 - 

Artículo 32 

Nada de-  lo estipulado en la presente Convención se interpretará en sentido 
restrictivo de otros tratados bilaterales o multilaterales u otros acuerdos 
suscritos entre las Partes. 

Artículo 33 

Esta Convención entrará en vigor para los Estados ratificantes el trigésimo 
día a partir de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de 
ratificación. 	 - - 

Para cada Estado que ratifique esta Convención o se adhiera a ella después 
de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención 
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya 
depositado su instrumento de ratificación o adhesión. 

Artículo 34 	 - 

- Esta Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados 
Parte podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Transcurri-
do un año contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de denuncia, 
la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante. 

Artículo 35 

El instrumento original de esta. Convención, cuyos textos, en español, -. 
francés inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que 
enviará copia auténtica de su texto para su registro y publicación a la Secretaría-
de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de su Carta 
constitutiva. La Secretaría General de la Organización de los Estados Ameri-
canos notificará a los Estados miembros de dicha organización y a los Estados 
que hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos 
de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que hubiera y el 
retiro de las últimas. 

En fe de lo cual los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados 
por sus respectivos Gobiernos, firman esta Convención. 

Hecho en la ciudad de México, D. F., México, el día dieciocho de marzo de 
mil novecientos noventa y cuatro». 	, . 

El suscrito Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores, 	 '' 

HACÉ CONSTAR: 

Que la presente reproducción es fiel fotocopia, tomada del texto certificado 
de la "Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores", 
hecha en la ciudad de México D. F., México el dieciocho (18) de marzo de mil 
novecientos noventa y cuatro (1994), documento que reposa én los archivos de 
la Oficina Jurídica de este Ministerio. 

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., el día once (11) de septiembre de mi 
novecientos noventa y siete (1997). 

Héctor Adolfo Sintura Várela, 

Jefe Oficina Jurídica. 
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RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO 

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 

Santa Fe de Bogotá, D.C., 10 de septiembre de 1997 

Aprobado, sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional 
para los efectos constitucionales. 

(Fdo.) ERNESTO SAMPER PIZANO-. 
La Ministra de Relaciones Exteriorres, 

(Fdo.) María Emma Mejía Vélez. 
DECRETA: 

Artículo 1°. Apruébase la "Convención Interamericana sobre Tráfico Inter-
nacional_ de Menores", hecha en la ciudad de México, D.F., México, el 
dieciocho (18) de marzo de mil novecientos noventa y cuatro (1994). 

Artículo 22. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 7á 
de 1944, la "Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Meno-
res", hecha en la ciudad de México D.F., México el dieciocho (18) de marzo de 
mil novecientos noventa y cuatro (1994) que por el artículo 1° de esta ley se 
aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto de la misma. 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación. 
Dada en Santa Fe de Bogotá, D.C., a 10 de septiembre de 1997. 

Presentado al honorable Congreso de la República por la suscrita Ministra 
de Relaciones Exteriores, 	- 

María Emma.Mejía Vélez, 

Ministra de Relaciones Exteriores. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 

Honorables Senadores y Representantes: 

En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de lo dispuesto en los 
artículos 150 numeral 16, 189 numeral 2 y 224 de la Constitución Política de 
Colombia, presento a consideración del honorable Congreso de la República el 
proyecto de ley por medio de la cual se aprueba la "Convención Interamericana 
sobre Tráfico Internacional de Menores".hecha en la ciudad de México, D.F., 
México, el dieciocho (18) de marzo de mil novecientos noventa y cuatro (1994). 

En este siglo se aborda la necesidad de proteger la niñez, por lo cual, no 
puede ser considerado como un ser completamente aislado, es producto de la 
maternidad, la familia y la sociedad. Estas condicionan su existencia por cuanto 
él evoluciona siempre con respecto a ellos, lo cual hace evidente que el niño es 
un ser en alto grado indefenso, y frágil, por tal motivo el artículo 44 de la 
Constitución Nacional consagra los derechos fundamentales de los niños. La 
familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño 
para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus 
derechos. 

Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento 
y la sanción de. los infractores. Los derechos de los niños prevalecen sobre los 
derechos de los demás. 

Estos derechos a pesar de ser tratados globalmente por la norma, admiten 
una distinción: aquellos que provienen de su condición humana, como la vida, 
la integridad física, el nombre, la salud, la alimentación equilibrada y todos los 
que pueda incluir dentro del concepto de asistencia, y de lo que el Código Civil 
denomina una congrua subsistencia, que al tiempo con los derechos fundamen-
tales del adulto, deben ser protegidos los niños con este último carácter de 
fundamentales,. por su propia naturaleza, mientras que los demás que enuncia 
la norma, tienen el carácter de asistenciales, por lo cual su protección se 
encuentra deferida a la ley y al desarrollo institucional que los haga realidades 
concretas. 

El avance del mundo moderno ha traído consigo la frecuencia cada vez en 
aumento, de las relaciones entre personas de diversas nacionalidades, no sólo 
en el ámbito,de carácter ejecutivo sino en el familiar, en donde el menor es 
especial protagonista, 	 - 

El día-18 de marzo de 1994 en Cuarta Sesión Plenaria de la Organización de 
Estados Americanos, OEA, se aprobó- la Convención Interamericana sobre 
Tráfico Internacional de. Menores. 	 - 

Dicha. Convención encausa su articulado a dilucidar el aspecto Penal y Civil 
del Tráfico Internacional de Menores, buscando siempre protegerlos derechos 
fundamentales y el .interés superior del menor, acudiendo al sistema de 
Cooperación Jurídica entre los Estados Parte agilizando y asegurando la pronta 
restitución del menor víctima del Tráfico Internacional. 

El tráfico internacional de menores (edad inferior a 18 años) significa la 
substracción, el traslado o la retención, o la tentativa de substracción, traslado  

o retención de un menor con propósitos o medios ilícitos. Entre los propósitos 
ilícitos, se incluyen entre otros, la-prostitución, explotación sexual, servidum-
bre ya sea en el Estado de residencia habitual del menor o en el Estado Parte en 
el que el menor se halle localizado. Entre los Medio Ilícitos se incluyen entre 
otros, secuestro, consentimiento fraudulento o forzado, la entrega o recepción 
de pagos o beneficios ilícitos con el fin de lograr consentimiento de los padres, 
las personas o la institución a cuyo cargo se halla el menor. 	 - 

La legisláción penal colombiana en su articulado, consagra los siguientes 
tipos penales: Secuestro (artículos-  268, '269, 270, 271, C.P.), inasistencia 
alimentaria (263, 264, 265, 266 C.P.),- Delitos Contra la Libertad Sexual y la 
Dignidad Humana (artículos 298, 299, 300,.301, 302, 303, 305, 308, 309, 310, 
311, 312, 312 bis C.P.). Algunos de-  los delitos relacionados contienen 
circunstancias de agravación punitiva cuando el Sujeto Pasivo del hecho 
punible es un menor de edad. 

Es de recalcar que debido al incremento del uso de menores en la comisión. 
de delitos, surgió la Ley 360 de 1997 la cual modifica la terminología del título 
once del Código Penal denominándolo Delitos Contra la Libertad Sexual y la 
Dignidad Humana, aumenta la punibilidad de los delitos que atentan contra el 
bien jurídico de la libertad y dignidad humana, crea el delito de pornografía con 
menores cuyo tenor literal es el siguiente, "el que filme, venda, compre, exhiba 
o de cualquier manera comercialice material pornográfico en el que participen 
menores de edad incurrirá en prisión de cuatro (4) a diez (10) años y multa de 
cien (100) a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales". 

La Convención Interamericana sobre el Tráfico Internacional de Menores 
se evoca con el fin de reforzar la Cooperación Internacional en la Comisión de 
Delitos cuyo sujeto pasivo es el menor de edad, asegurando la protección 
integral, y efectiva del menor garantizando el respeto a sus derechos. 

Los aspectos .relevantes de la Convención se centralizan en los siguientes 
aspectos: 

1. Cada Estado Parte deberá designar una Autoridad Central. 
Un Estado Federal, o un Estado con unida des territoriales autónomas, puede 

designar más de una autoridad central y especificar la extensión jurídica o 
territorial de sus funciones. El Estado que haga uso de esta facultad designará 
la Autoridad Central a la que puede dirigirse toda comunicación. 	- 

2. El artículo décimo de la Convención se refiere a la Extradición aplicado 
el concepto de la siguiente manera: Si uno de los Estados Parte que supedita la 
extradición'a la existencia de un tratado recibe una solicitúd de extradición 
proveniente de un Estado Parte con la cual no ha celebrado tratado, o en caso 
de haberlo no lo contemple entre los delitos extraditables, podrá considerar la 
presente Convención como la base jurídica necesaria para concederla en caso 
de Tráfico Internacional de Menores.- 	 - 

Así mismo, los Estados Parte que no supeditan la extradición a la existencia 
de un tratado reconocerán el Tráfico Intérnacional de Menores como causal de 
extradición entre ellos. 

3. El artículo trece establece que será competente para conocer de la 
solicitud de localización y de restitución, a opción de los reclamantes, las 
autoridades judiciales o administrativas del Estado Parte de residencia habitual 
del menor, ó las del Estado Parte donde se encontrare o se presuma que se 
encuentra retenido. 

Por último, es necesario recalcar que la finalidad esencial de la Convención 
Interamericana sobre el Tráfico Internacional. de Menores, es la ampliación del 
campo de protección del menor de edad a nivel internacional frente los medios 
y propósitos ilícitos dirigidos en su contra, a efectos de no limitar la protección 
del Estado asignada por la Constitución Nacional a las fronteras del mismo. - 

De los honorables Senadores y Representantes, 
La Ministra de Relaciones Exteriores, - 

María Émma Mejía Vélez. 
SENADO DE LA REPUBLICA 

SECRETARIA GENERAL 
Tramitación de leyes 

Santa Fe de Bogotá, D.C., 19 de septiembre de 1997 
Señor Presidente: 	 - 
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 87 de 1997 

Senado, por medio de la cual se aprueba lá "Convención Interamericana Sobre 
Tráfico Internacional de Menores" hecha en México D.F., México, el dieciocho 
(18) de marzo de mil novecientos noventa y cuatro, me permito pasar a su 
despacho el expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día 
de hoy ante Secretaría General. La materia de que trata el mencionado proyecto 
de ley es competencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente. 

El Secretario General del honorable Senado de la República, . 
Pedro Pumarejo Vega. 
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PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA 
Santa Fe de Bogotá, D. C., 19 de septiembre de 1997. 
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por repartido el 

proyecto de ley de la referencia a la-Comisión Segunda Constitucional Perma-
nente, para lo cual se harán las anotaciones de rigor y se enviará copia del mismo 
a la Imprenta Nacional con el fin de que sea publicado en la Gaceta Legislativa 
del Congreso.  

Cúmplase. 
El Presidente del honorable Senado de la República, 

Amylkar Acosta Medina. 
El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Pedro Pumarejo Vega. 

PROYECTO DE LEY NUMERO-88 DE 1997 -SENADO 
por medio de -la cual se aprueba la "Convención sobre la obtención 

de alimentos en el-extranjero", hecha en New Yorlç, el veinte (20) de junio 
de mil novecientos cincuenta y seis (1956). 

El Congreso de la República:  
Visto el .texto de la. "Convención sobre la obtención de alimentos en el 

extranjero", hecha en New York, el veinte (20) de junio de mil novecientos 
cincuenta y seis (1956), que a la letra dice: 

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del instrumento 
Internacional mencionado, debidamente autenticado por el Jefe de la Oficina 
Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores). 

«CONVENCION SOBRE LA'OBTENCION DE ALIMENTOS' 
EN EL EXTRANJERO 

PREAMBULO " 
Considerando que es urgente la solución del problema humanitario origina-

do por la situación de las personas sin recursos que tienen derecho a obtener 
alimentos de otras que se encuentran en el extranjero, 	- 

Considerando que el ejercicio en el extranjero de acciones sobre prestación 
de alimentos o la ejecución en el extranjero de decisiones relativas a la 
obligación de prestar alimentos suscita graves dificultades legales y de orden 
práctico, 	 - 

Dispuestas a establecer los medios conducentes a resolver ese problema y 
a subsanar las mencionadas dificultades, 

Las Partes Contratantes han convenido lo siguiente: 	 " 
Artículo 1 

Alcance de la convención 
1. La finalidad de la presente convención es facilitar a úna persona, llamada 

en lo sucesivo demandante, que se encuentra en el territorio de una de las Partes 
Contratantes,-la obtención de los alimentos que pretende tener derecho a recibir 
de otra persona, llamada en lo sucesivo demandado, que está sujeta a la 
jurisdicción de otra Parte Contratante. Esta finalidad se perseguirá mediante los 

?ervicios de organismos llamados en lo sucesivo Autoridades Remitentes e 
-Instituciones Intermediarias. 

2. Los medios jurídicos a que se refiere la presente convención son 
adicionales a cualesquiera otros medios que puedan utilizarse conforme al 
derecho interno o al derecho internacional, y no sustitutivos de los mismos. 

Artículo 2 	- 
Designación de organismos 

1. En el momento de depositar el instrumento de ratificación o adhesión, 
.cada Parte Contratante designará una o más autoridades judiciales o adminis-
trativas para que ejerzan en su territorio las funciones de Autoridades Remiten-
tes. 

-2. En el momento de depositar el instrumento de ratificación o adhesión, 
cada Parte Contratante designará un organismo público o privado para que 
ejerza en su territorio las funciones de Institución Intermediaria. 

3. Cada Parte Contratante comunicará sin demora al Secretario General de 
las Naciones Unidas las designaciones hechas conforme a lo dispuesto en los 
párrafos 1 y 2 y cualquier modificación al respecto. 	- 

4. Las Áutoridades Remitentes y las Instituciones Intermediarias podrán 
comunicarse directamente con las Autoridades Remitentes y las Instituciones 
Intermediarias de las demás Partes Contratantes. 

Artículo 3 
Solicitud a la Autoridad Remitente. 

1. Cuándo el demandante se encuentre en el territorio de una de las Partes 
Contratantes, denominada en lo sucesivo Estado del demandante, y el deman- 

dado esté sujeto a la jurisdicción de otra Parte Contratante, que se denominará 
Estado del demandado, el primero podrá presentar una solicitud a la Autoridad 
Remitente de su Estado encaminada a obtener alimentos del demandado. 

2. Cada Parte Contratante. informará al Secretario General acerca de los 
elementos de prueba normalmente exigidos por la ley del Estado de la 
Institución Intermediaria para justificar la demanda de la prestación de alimen-
tos, de la forma en que la prueba debe ser presentada para ser admisible y de 
cualquier otro requisito que haya de satisfacerse de conformidad con esa ley. 

3. La.solicitud deberá ir acompañada de todos los documentos pertinentes, 
inclusive, en-caso necesario, un poder que autorice a la Institución Intermedia-
ria para actuar en nombre del demandante-  o para designar a un tercero con ese 
objeto. Se acompañará también de una fotografía del demandante y, de ser 
posible, una fotografía del demandado. 

4. La Autoridad Remitente adoptará las medidas a su alcance para asegurar 
el cumplimiento de los requisitos exigidos por la ley del Estado de la Institución 
Intermediaria. Sin perjuicio de lo que disponga dicha ley, la solicitud expresará: 

a) El nombre y apellido del demandante, su dirección, fecha de nacimiento, 
nacionalidad y ocupación, y, en su caso, el nombre y dirección de su represen- 
tante legal; 	1 	- 	 ' 

b) El nombre y apellido del demandado y, en la medida en que sean 
conocidas por el demandante, sus direcciones durante los últimos cinco años, 
su fecha de nacimiento, nacionalidad y ocupación; 	 - 

c) Una exposición detallada de los motivos en que se funda la pretensión del 
demandante y del objeto de ésta y cualesquiera otros datos pertinentes, tales 
como los relativos a la situación económica y familiar del demandante y el 
demandado. 	- 

Artículo 4 	- 
Transmisión de los documentos. 

1. La, Autoridad Remitente transmitirá los documentos á la Institución 
Intermediaria del Estado del demandado, a menos que considere que- la 
solicitud no ha sido formulada de buena fe. 

2. Antes de transmitir estos documentos, la Autoridad Remitente se cercio-
rará de que los mismos reúnen los requisitos de forma de acuerdo con la ley del 
Estado demandante. 

3. La Autoridad Remitente podrá hacer saber a la Institución Intermediaria 
su opinión sobre los méritos de la pretensión del demandante y recomendar que 
se conceda a éste asistencia jurídica gratuita y exención de costas. 

Artículo 5 
Transmisión de sentencias y otros actos judiciales 

1. La Autoridad Remitente transmitirá, a solicitud del demandante y de 
conformidad con las disposiciones del artículo 4°, cualquier decisión provisio-
nal o definitiva, o cualquier otro acto judicial que haya intervenido en materia 
de alimentos en favor del demandante en un tribunal competente de cualquiera 
de las Partes Contratantes, y, si. fuere necesario y posible, copia -de las 
actuaciones en que haya recaído esa decisión. 

2. Las decisiones y actos judiciales a que se refiere el párrafo precedente 
podrá ser transmitido para reemplazar o completar los documentos menciona- 
dos en el artículo 32. 	 " 

3. El procedimiento previsto en el artículo 6° podrá incluir, conforme a la ley 
del Estado del demandado, el exequátur o el registro, o una acción basada en 
la decisión transmitida en virtud de lo dispuesto en el párrafo 1: 

Artículo 6 
Funciones de la Institución Intermediaria 

1 1. La Institución Intermediaria,,actúando siempre dentro de las facultades 
que le haya conferido el demandante, tomará todas las medidas apropiadas para 
obtener el pago de alimentos, inclusive por transacción, y podrá, en .caso 
necesario, iniciar y proseguir una acción de alimentos y hacer ej ecútar cualquier 
sentencia, decisión u otro judicial. 

2. La Institución Intermediaria tendrá convenientemente informada a la 
Autoridad Remitente. Si no pudiere actuar, le hará saber los motivos de ello y 
le devolverá la documentación. 	 ' 

3. No obstante cualquier disposición de esta -Convención, la-ley aplicable a 
la resolución de las acciones de- alimentos y de toda cuestión que surja- con 
ocasión de las mismas será la ley. del Estado del demandado, inclusive el 
derecho internacional privado de ese Estado. 

Artículo 7 

Exhortos 

Si las leyes de las dos Partes Contratantes interesadas admiten exhortos, se 
aplicarán las disposiciones siguientes: 
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a) El tribunal que conozca de la acción de alimentos podrá enviar exhortos 
para obtener más pruebas, documentales o de otra especie, al tribunal compe-
tente de la otra Parte Contratante o a cualquier otra autoridad o institución 
designada por la Parte Contratante en cuyo territorio haya de diligenciarse el 
exhorto; 

b) A fin de que las Partes puedan asistir a este procedimiento o estar 
representadas en él, la autoridad requerida deberá hacer saber a la Institución 
Intermediaria, a la Autoridad Remitente que corresponda y al demandado, la 
fecha y el lugar en que hayan de practicarse las diligencias solicitadas; 

c) Los exhortos deberán complementarse con la diligencia debida; y si a los 
cuatro meses de recibido un exhorto por la autoridad requerida no se hubiere 
diligenciado, deberán comunicarse a la autoridad requirente las razones a que 
obedezca la demora o la falta de cumplimiento; 

d) La tramitación del exhorto no dará lugar al reembolso de derechos o 
costas de ninguna clase; 

e) Sólo podrá negarse la tramitación del exhorto: 
1. Si no se hubiere establecido la autenticidad del documento. 

2. Si la Parte Contratante en cuyo territorio ha de deligenciarse el exhorto 
juzga que la tramitación de éste menoscabaría su soberanía o su seguridad. 

Artículo 8 
Modificación de decisiones judiciales 

Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán así mismo, - a las 
solicitudes de modificación de decisiones judiciales dictadas en materia de 
prestación de alimentos. 

Artículo 9 
Exenciones y facilidades 

1. En los procedimientos regidos por esta Convención los demandantes 
gozarán del mismo trato y de las mismas exenciones de gastos y costas 
otorgadas por la ley del Estado en que se efectúe el procedimiento a sus 
nacionales o a sus residentes. 

2. No podrá imponerse a los demandantes, por su condición de extranjeros 
o por carecer de residencia, caución, pago o depósito alguno para garantizar el 
pago de costas o cualquier otro cargo. 

3. Las Autoridades Remitentes y las Instituciones Intermediarias no perci-
birán remuneración de ninguna clase por los servicios prestados de conformi- 
dad con esta convención. 	 - 

Artículo 10 

Transferencias de fondos 
La Parte Contratante cuya legislación imponga restricciones ala transferen-

cia de fondos al extranjero concederá la máxima prioridad a la transferencia de 
fondos destinados al pago de alimentos o a cubrir los gastos a que den lugar los 
procedimientos previstos en esta convención. 

Artículo 11 
Cláusula relativa a los Estados federales 

Con respectó a los Estados federales o no unitarios, se aplicarán las 
disposiciones siguientes: 

a) En lo concerniente a los artículos de esta convención cuya aplicación 
dependa de la acción legislativa del poder legislativo federal, las obligaciones 
del gobierno federal serán,. en esta medida, las mismas que las de las Partes que 
no son Estados federales; 

b) En lo concerniente a los artículos de esta convención cuya aplicación 
dependa de la acción legislativa de cada uno de los Estados, provincias o 
cantones constituyentes que, en virtud del régimen constitucional de la federa-
ción, no estén obligados a adoptar medidas legislativas, el gobierno federal, a 
la mayor brevedad posible y con recomendación favorable, comunicará el texto 
de dichos artículos a las autoridades competentes de los Estados, provincias o 
cantones; 

c) Todo Estado federal que sea Parte en la presente convención proporcio-
nará, a solicitud de cualquiera otra Parte Contratante que le haya sido transmi-
tida por el Secretario General, un resumen de la legislación y de las prácticas 
vigentes en la federación y en sus entidades constitutivas con respecto a 
determinada disposición de la convención, indicando hasta qué punto, por 
acción legislativa o de otra índole, se ha aplicado tal disposición. 

Artículo 12 

Aplicación territorial 

Las disposiciones de la presente convención se aplicarán igualmente a todos 
los territorios no autónomos o en fideicomiso y a todos los demás territorios de  

cuyas relaciones internacionales sea responsable una Parte Contratante, a 
menos que dicha Parte Contratante, al ratificar la convención o adherirse a ella, 
haya declarado que no se aplicará a determinado territorio o territorios que estén 
en esas condiciones. Toda Parte Contratante que haya hecho esa declaración 
podrá en cualquier momento posterior extender la aplicación de la convención 
al territorio o territorios así excluidos o a cualquiera de ellos, mediant6 
notificáción al Secretario General. 

Artículo 13 

Firma, ratificación v adhesión 

1. La presente convención quedará abierta hasta el 31 de diciembre de 1956 
a la firma de todo Miembro de las Naciones Unidas, de todo Estado no miembro 
que sea parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia o miembro de 
un organismo especializado, y de todo otro Estado no miembro que haya sido 
invitado por el Consejo Económico y Social a participar en la convención. 

2. La presente convención será ratificada. Los instrumentos de ratificación 
serán depositados en poder del Secretario General. 

3. Cualquiera de los Estados que se mencionan en el párrafo 1 de este artículo 
podrá adherirse a la presente convención en cualquier momento. Los instru-
mentos de adhesión serán depositados en poder del Secretario General. 

Artículo 1.4 

Entrada en vigor 

1. La presente convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la 
fecha en que se haya efectuado el depósito del tercer instrumento de ratificación 
o de adhesión con arreglo a lo previsto en el artículo 13. 

2. Con respecto a cada uno de los Estados que la ratifiquen o se adhieran a 
ella después del depósito del .tercer instrumento de ratificación o adhesión, la 
Convención entrará en vigor 30 días después de la fecha en que dicho Estad—
deposite su instrumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 15 

Denuncia 

1. Cualquiera de las Partes Contratantes podrá denunciar la presente 
convención mediante notificación al Secretario General: Dicha denuncia podrá 
referirse también a todos o a algunos de los territorios mencionados en el 
artículo 12. 

2. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario . . 
General reciba la notificación, excepto para los casos que se estén sustanciando 
en la fecha en que entre en vigencia dicha denuncia. 

Artículo 16 

Solución de controversias 

Si surgiere entre Partes Contratantes una controversia respecto a la interpre-
tación o aplicación de la presente convención, y si tal controversia no pudiere 
ser resuelta por otros medios, será sometida ala Corte Internacional de Justicia. 
La controversia será planteada ante la Corte mediante la notificación del 
compromiso concertado por las Partes en la controversia, o unilateralmente a 
solicitud de una de ellas.  

Artículo 17 

Reservas 

1. Si un Estado formula una reserva relativa a cualquier artículo de la-
presente convención en el momento de depositar el instrumento de ratificación 
o de adhesión, el Secretario General comunicará el texto de la reserva a las 
demás Partes Contratantes y a todos los demás Estados mencionados en el 
artículo 13. Toda Parte Contratante que se oponga a la reserva podrá notificar 
al Secretario General, dentro del plazo de noventa días contados. a partir de la 
fecha de la comunicación, que no acepta dicha reserva, y en tal caso la 
convención no entrará en vigor entre el Estado que haya objetado la reserva y 
el que la haya formulado. Todo Estado que se adhiera posteriormente a la 
convención podrá hacer esta notificación en el momento de depositar su 
instrumento de adhesión. 	 - 

2. Toda Parte Contratante podrá retirar en cualquier momento una reserva 
que haya formulado anteriormente y deberá notificar esta decisión al Secretario 
General. 

Artículo 18 

Reciprocidad 

Una parte. Contratante no podrá invocar las disposiciones de la,  presente 
convención respecto de otra Parte Contratante sino en la medida en que ella 
misma esté obligada. 	- 
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' Artículo 19 
!Notificaciones del Secretario General 

1. El . Secretario General notificará a todos los Estados Miembros de las 
Naciones Unidas y a los Estados no miembros mencionados en el artículo 13: 

a) Las comunicacionesprevistas en el párrafo 3 del artículo 2Q; 

b) Las informaciones recibidas conforme al párrafo 2 del artículo 3°; 

c) Las deciaracioñes y notificaciones hechas conforme al artículo 12; 
d) Las firmas, ratificaciones y adhesiones hechas conforme al artículo 13; 

e) La fecha en que la Convención haya entrado en vigor conforme a las 
disposiciones del párrafo 1 del artículo 14; 

f) Las denuncias hechas conforme al artículo 1° del párrafo 15; 
.g) Las reservas y notificaciones hechas conforme al artículo 17 

. 2. El Secretario General notificará también a todas las Partes Contratantes 
las solicitudes de revisión y las respuestas a las mismas hechas conforme-.a lo 
dispuesto en el artículo 20. 	 - 

Artículo 20 
Revisión 

1. Toda Parte Contratante podrá pedir en cualquier momento la revisión de 
la presente Convención, mediante notificación dirigida al Secretario General. 

2. El Secretario General transmitirá dicha notificación a cada una de las 
Partes Contratantes y le pedirá que manifieste dentro de un plazo de cuatro 
meses si desea la reunión de una conferencia para considerar la revisión 
propuesta. Si la mayoría de las Partes Contratantes responde en sentido 
afirmativo, dicha conferencia será convocada por el Secretario General. 

Artículo' 21 

Idiomas v depósito de la Convención 

El original de la presente Convención, cuyos textos español, chino, francés, 
inglés y ruso son igualmente auténticos; será depositado en poder del Secretario 
General, quien enviará copias certificadas conforme a todos los Estados a que 
se hace referencia en el artículo 13»". 

El suscrito Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
HACE CONSTAR: 

Que la presente reproducción es fiel fotocopia tomada del texto certificado 
de la "Convención sobre la obtención de alimentos en el extranjero", hecha en 
New York, el veinte (20) de junio de milnovecientos cincuenta y seis (1956), 
documento que reposa en los archivos de la Oficina-Jurídica de este Ministerio. 

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., el primero (1°) del mes de septiembre 
de mil novecientos noventa y siete (1997). 

Héctor Adolfo Sintura Varela, 
Jefe Oficina Jurídica. 

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO 
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 

Santa Fe de Bogotá, D. C., 1° de septiembre de 1997. 

Aprobado, sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional 
para los efectos constitucionales. 	 . 

(Fdo.) ERNESTO SAMPER PIZANO 
El Viceministro de Relaciones Exteriores, encargado de las funciones. del 

Despacho de la señora Ministra, 
(Fdo.) Camilo Reyes Rodríguez. 

DECRETA: 
Artículo 1°. Apruébase la "Convención sobre la obtención de alimentos en 

el extranjero", hecha en New York, el veinte (20) de junio de mil novecientos 
cincuenta y seis (1956). - 

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 7? 
de 1944, la "Convención sobre la obtención de alimentos en el extranjero", 
hecha en New York, el veinte (20) de junio de mil novecientos cincuenta y seis 
(1956), que por el artículo primero de esta ley se aprueba, obligará al país a partir 
de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto de la misma 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación. 

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a los ... 
Presentado al honorableCongreso de la República por la suscrita Ministra 

de Relaciones Exteriores, 

María Emma Mejía Vélez, 

Ministra de Relaciones Exteriores. 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
Honorables Senadores y Representantes: 
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artículos. 

150.16, 189.2 y 224-de la Constitución Política de la República de Colombia, 
. tengo el honor de someter a su consideración el proyecto de Ley poi medio de 
la cual se aprueba la "Convención sóbre la obtención de alimentos en el 
extranjero", hecha en New York, el veinte (20) de junio de mil novecientos 
cincuenta y seis (1956). 

Uno de los instrumentos más importantes-con que cuenta la legislación de 
todo país para brindar a sus cojnacionales y en particular a los niños garantías 
de una vida acorde a sus necesidades es el Proceso de Alimentos, y, además, 
todas las acciones adrñinistrativas que actualmente pueden llevar a cabo los 
Defensores de Familia, tales como la Conciliación y la fijación de cuotas 
alimentarias provisionales. 

De acuerdo con la Constitución Política de Colombia, en su artículo 22, 
inciso 22  "Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas 
las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y 
demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes 
sociales del Estado y de los particulares". 

Por su parte, el artículo 44 de la Constitución Política establece con carácter 
prevalente los derechos de los niños, entre los cuales se encuentran la vida, la 
integridad física, la salud, la educación, la recreación. Para lograr la garantía de 
los anteriores derechos, se requiere un soporte económico, que está constituido 
por la obligación alimentaria radicada en primer término en cabeza de los 
padres y a falta de ellos en las personas que en su orden indica el artículo 411 
del Código- Civil. 	 - 

- Aunque la legislación y la jurisprudencia colombianas han avanzado 
bastante en esta materia, queda sin protección en cuanto a los nacionales de 
nuestro país todos aquellos casos en que los padres o personas obligadas residen 
en otro país: 

De otra parte, los niños que habiten en Colombia, aunque no sean colombia-
nos y los hijos de colombianos que vivan en otro país, requieren amparo y el 
medio más adecuado, consiste en dar fuerza de ley a los Convenios que en esta 
materia han sido aceptados por Colombia. 

Resulta de especial importancia resaltar que, según lo dispuesto por la 
convención, los medios jurídicos a los que ella hace referencia son adicionales 
a cualesquiera otros medios que puedan utilizarse conforme al derecho interno 
de los países o al derecho internacional, y no substitutivos de los mismos. 

Siendo el tema de los alimentos a menores un asunto- que incide de forma 
muy decisiva en el desarrollo presente y futuro del ser_humano, como elemento 
sustancial para el bienestar de una comunidad, es fácil concluir que la legisla-
ción que sobre el particular aporte soluciones eficaces para afrontar los 
obstáculos que se presentan, sea de sumo interés para Colombia. 

De la lectura de la Convención sobre la Obtención de Alimentos en el 
extranjero se concluye que está acorde con principios constitucionales, legales 
y humanitarios y que su propósito es altamente encomiable, en cuanto es un 
paso para la preservación de la gran riqueza con que cuenta ef país: nuestros 
niños. 

-Vivimos una época en que se hace más ostensible la internacionalización de 
los problemas y esta realidad demanda la internacionalización de las solucio-
nes, con un sentido de colaboración recíproca entre los Estados. 

Un deber prioritario de las personas a quienes se les ha confiado la dirección 
y cuidado de la comunidad, consiste en desarrollar medidas que garanticen un 
futuro a esa misma comunidad, con menos problemas de los que se encontraron 
cuando se hicieron cargo de su dirección. Hacia allá tienden medidas como las 
que se contemplan en los escenarios internacionales sobre alimentos. 

De los honorables Senadores y Representantes, 
María Emma Mejía Vélez, 

Ministra de Relaciones Exteriores. 

SENADO DE LA REPUBLICA - 

SECRETARIA GENERAL 

Tramitación de Leyes 

San'tá. Fe de Bogotá, D. C., 19 de septiembre de 1997 

Señor Presidente: 

Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de Ley núniero 88 de 1997 
Senadopor medio de la cual se aprueba la "Convención sobre la obtención de 
ali>nentos en el extranjero" hecha en New York, el 20 de junio de mil 
novecientos cincuenta y .seis (1956), me permito pasar a su Despacho el 
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expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante 
Secretaría General. La materia de que trata el mencionado Proyecto de Ley es 
competencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente. 

El Secretario General del honorable Senado de la República, 
Pedro Pumarejo Vega. 

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA 

Santa Fe de Bogotá, D. C., 19 de septiembre de 1997 

De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por repartido el 
Proyecto de Ley de la referencia a la Comisión Segunda Constitucional 
Permanente, para lo cual se harán las anotaciones de rigor y se enviará copia del 
mismo a.la Imprenta Nacional con el fin de que sea publicado en la Gaceta 
Legislativa del Congreso. 

Cúmplase. 

El Presidente del honorable Senado de la República, 
Amylkar Acosta Medina. 

El Secretario General del honorable Senado de la República, 
Pedro Pumarejo Vega. 

PROYECTO DE LEY NUMERO 89 DE 1997 SENADO 
por medio de la cual se aprueba el "Convenio número ciento cincuenta y cuatro 
(154) sobre el Fomento de la Negociación Colectiva ", adoptado en la sexagé-
sima séptima (67) reunión- de la conferencia general de la Organización 
Internacional del Trabajo, Ginebra, con fecha diecinueve (19) de junio de mil 

novecientos ochenta y uno (1981). 

El Congreso de Colombia 

Visto el texto del "Convenio número ciento cincuenta y cuatro (154) sobre 
el Fomento de la Negociación Colectiva", adoptado en la sexagésima séptima 
(67) Reunión de la Conferencia General de la Organización Internacional del 
Trabajo, Ginebra, con fecha diecinueve (19) de junio de mil novecientos 
ochenta y un (1981), que a la letra dice: 	 - 

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instrumento 
Internacional mencionado, debidamente autenticado por el Jefe de la Oficina 
Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores) 

«CONVENIO 154 SOBRE EL FOMENTO 
DE LA NEGOCIACION COLECTIVA 

La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo: 

Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina 
Internacional del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 3 de junio de 1981, 
en su sexagésima séptima reunión; 

Reafirmando el pasaje de la Declaración de Filadelfia que reconoce "la 
obligación solemne de la. Organización Internacional del Trabajo de fomentar, 
entre todas las naciones del mundo, programas que permitan ... lograr el 
reconocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva", y tomando 
nota de que este principio es "plenamente aplicable a todos los pueblos"; 

Teniendo en cuenta la importancia capital de las normas internacionales 
contenidas en el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 
de sindicación, 1948; en el Convenio sobre el derecho de sindicación y de 
negociación colectiva, 1949; en la recomendación sobre los contratos colecti-
vos 1951; en la recomendación sobre la conciliación y el arbitraje voluntarios, 
1951; en el Convenio y la recomendación sobre las relaciones de trabajo en la 
administración pública, 1978, y en el Convenio y la recomendación sobre la 
administración del trabajo, 1978; 	 . 

Considerando que se deberían hacer mayores esfuerzos para realizar los 
objetivos de dichas normas y especialmente los principios generales enuncia-
dos en el artículo 4 del Convenio sobre - el derecho de sindicación y de 
negociación colectiva,1949, y en el párrafo 1 de la recomendación sobre los 
contratos colectivos, 1951; 

Considerando, por consiguiente, que estas normas deberían completarse 
con medidas apropiadas fundadas en' dichas normas y destinadas a fomentar la 
negociación colectiva libre y voluntaria; 

Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas al 
fomento de la negociación colectiva, cuestión que constituye el cuarto punto del 
orden del día de la reunión, y 	 - 

Después de haber-decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un 
convenio internacional, 	- 

Adopta, con fecha 19 de junio de mil novecientos ochenta y uno, el presente 
Convenio, que podrá ser citado como- el Convenio sobre la negociación 
colectiva, 1981: 	 -  

Parte I 

Campo de Aplicación y Definiciones 

Artículo 1 

1. El presente convenio se aplica a todas las ramas de actividad económica. 

2. La legislacióin o la práctica nacionales podrán determinar hasta qué punto 
las garantías previstas en el presente Convenio son aplicables a las Fuerzas 
Armadas y a la Policía. 

3. En lo que se refiere a la administración, pública, la legislación o la práctica 
nacionales podrán fijar modalidades particulares (te aplicación de este Convenio. 

Artículo 2 	- 

'A los efectos del presente Convenio, la expresión negociación colectiva 
comprende todas las negociaciones que tienen lugar entre un empleador, un 
grupo de empleadores o una organización o-  varias organizaciones de 
empleadores, por una parte, y una organización o varias organizaciones de-
trabajadores, por otra, con el fin de: - 

a) Fijar las condiciones de trabajo y empleo, o 

b) Regularlas relaciones entre empleadores y trabajadores, o 

c) Regular las relaciones-entre empleadores o sus organizaciones y una 
organización o varias organizaciones de trabajadores, o lograr todos estos fines 
a la vez. 

Artículo 3 

1. Cuando la ley o la práctica nacionales. reconozcan la existencia de 
representantes de trabajadores que respondan a la definición del apartado b) del 
artículo 3 del Convenio sobre los representantes de los trabajadores, 1971, la 
ley o la práctica nacionales podrán determinar hasta qué punto la expresión 
"negociación colectiva" se extiende . igualmente, a los fines - del presente 
Convenio, a las negociaciones con dichos representantes. 

2. Cuando en virtud del párrafo 1 de este artículo la expresión "negociación 
colectiva" incluya igualmente las negociaciones con los representantes de los 
trabajadores a que se refiere dicho párrafo, deberán adoptarse, si fuese necesa-
rio, medidas apropiadas para garantizar que la existencia de estos representan-
tes no se-utilice en menoscabo de la posición de las organizaciones de 
trabajadores interesadas. 	 - 

Parte II 

Métodos de Aplicación 

Artículo 4 

En !a medida en que no sé apliquen por medio de contratos colectivos, por 
laudos arbitrales o por cualquier otro medio conforme a la práctica nacional, las 
disposiciones del presente Convenio deberán ser aplicadas por medio de la 
legislación nacional. 

- 	Parte III 

Fomento de la Negociación Colectiva 

Artículo 5 

1. Se deberán adoptar medidas adecuadas a las condiciones nacionales para 
fomentar la negociación colectiva. 

2. Las medidas a que se refiere el párrafo 1 (le este artículo deberán tener por 
objeto que: 

a) La negociación colectiva sea posibilitada a todos los empleadores y a 
todas las categorías de trabajadores de las ramas de actividad a que se aplique 
el presente Convenio; 

b) La negociación colectiva sea progresivamente extendida. a todas las 
materias-a que se refieren los apartados a), bjy c) del artículo 2 del presente 
Convenio; 

c) Sea fomentado el establecimiento de reglas de procedimiento convenidas 
entre las organizaciones de los empleadores y las organizaciones de los 
trabajadores; 

d) La negociación colectiva no resulte obstaculizada por la inexistencia de 
reglas que rijan su desarrollo o la insuficiencia o el carácter impropio de tales 
reglas; 

e) Los órganos y procedimientos de solución de los conflictos. laborales 
estén concebidos de tal manera que contribuyan a fomentar la negociación 
colectiva. 	 - 	" 

Artículo 6 

Las disposiciones del presente Convenio no obstaculizarán el funciona-
miento de sistemas de-relaciones de trabajo en los que la negociación colectiva 
tenga lugar en el marco de mecanismos o de ¡instituciones de-conciliación o de 
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arbitraje; o,de ambos a la vez, en los que participen voluntariamente las partes 
en la negociación colectiva. 

Artículo 7 

Las medidas adoptadas por las autoridades ,públicas para estimular y 
fomentar el desarrollo de la negociación colectiva deberán ser objeto de 
consultas previas y, cuando sea posible, de acuerdo entre las autoridades 
públicas y las organizaciones de empleadores y de trabajadores. 

Artículo 8 
- Las medidas previstas con objeto de fomentar la negociación colectiva no 

deberán ser concebidas o aplicadas de modo que obstaculicen la libertad de 
negociación colectiva. 

Parte IV 
Disposicion .s Finales 

Artículo 9 
El presente Convenio no revisa ningún convenio ni ninguna recomendación 

internacional del trabajo existentes. 	- 

	

Artículo 10 	• 

Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para 
su registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. 

Artículo 11 
1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organi-

zación Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Direc-
tor General. 

2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones 
de dos Miembros hayan sido registradas por el Director General. 

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, - para cada 
Miembro, doce meses después de la fecha en que haya-  sido registrada- su 
ratificación. 

Artículo 12 
1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la 

expiración de un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto 
inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al 
Director General_de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá 
efecto hasta un año después de la fecha en que se haya registrado. 

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de 
un año después de la expiración del período de diez años mencionado en el 
párrafo" precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este 
artículo quedará obligado durante un nuevo período de diez años, y en lo 
sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de cada período de diez 
años, en las condiciones previstas en este artículo. 

Artículo 13 
1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a 

todos los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de 
cuantas ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los Miembros 
de la Organización. ' 	 . , 

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la-segunda 
ratificación que le haya sido comunicada, el Director General llamará la 
atención de los Miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará en 
vigor el presente Convenio. 

Artículo 14 
El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al 

Secretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y-  de. 
conformidad con el artículo- 102 de la carta de las Naciones Unidas, una 
información completa sobre todas las ratificaciones, declaraciones y actas de 
denuncias que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes. 

Artículo 15 - 
Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la 

Oficina Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria 
sobre la aplicación del Convenio, y considerará la conveniencia de incluir en 
el orden del día de,la Conferencia la cuestión de sú revisión total o parcial., 

Artículo 16 

1. Eñ caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique 
una- revisión . total o parcial del -presente, y a menos que el nuevo convenio 
contenga disposiciones en contrario: 	 - 

a) La ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará,. 
ipso jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones 
contenidas en el artículo 12, siempre que el nuevo convenio revisor haya 
entrado en vigor; 	 - 

b) A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el 
presente Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros. 

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en- su forma y contenido 
actuales, para los Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio 
revisor. 	 _ 

Artículo 17 

Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente 
auténticas. 

El suscrito jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores, 

HACE CONSTAR: 

Que el presente es fiel fotocopia de la copia certificada del "Convenio 
número ciento cincuenta y cuatro (154) sobre el Fomento de la Negociación 
Colectiva", adoptado en la sexagésima séptima (67) Reunión-de la Conferencia 
General de la Organización Internacional del Trabajo, Ginebra, con fecha 
diecinueve (19) de junio de mil novecientos ochenta y uno (1981), documento 
que reposa en los archivos de la Oficina Jurídica de este Ministerio. 

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a los diez (10) días del mes de julio de 
mil novecientos noventa y siete (1997) 

Héctor Adolfo Sintura Várela, 

Jefe Oficina Jurídica. 

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO 

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA _ 

Santa Fe de Bogotá, D. C., 3 de julio de 1997 

Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional 
para los efectos constitucionales. 

ERNESTO SAMPER PIZANO 

La Ministra de Relaciones Exteriores, 

María Emma Mejía Vélez. 

DECRETA: 

Artículo 1°. Apruébase el "Convenio número ciento cincuenta y cuatro 
(154) sobre el fomento- de la negociación Colectiva", adoptado en la Sexagé-
sima séptima (67) reunión de la Conferencia General de la Organización 
Internacional del Trabajo, Ginebra, con fecha diecinueve (19) de junio de mil 
novecientos ochenta y uno (1981). 

Artículo 22. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 7a 
de 1944 el "Convenio número ciento cincuenta y cuatro (154) sobre el fomento 
de la Negociación Colectiva" adoptado en la Sexagésima Séptima (67) 
Reunión de la Conferencia General -de la Organización Internacional del 
Trabajo, Ginebra, con fecha diecinueve (19) de junio de mil novecientos 
ochenta y uno (1981), que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará ál 
país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto 
del mismo. 	 - 

Artículo 32. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación. 

Dada en Santa Fe de Bogotá, a ... 

Presentado al honorable Congreso de la República por la suscrita Ministra 
de Relaciones Exteriores y el suscrito Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 

La Ministra de Relaciones Exteriores, 

María Emma Mejía Vélez. 

El Ministro de Trabajo y Seguridad Social, 

Iván Moreno Rojas. - 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

Honorables- Senadores y Representantes: 

En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de lo dispuesto en los 
artículos 150-16,189-2 y 224 de la Constitución Política Colombiana, presen-
tamos a consideración del honorable Congreso de la República, el Proyecto de 
ley por medio de la cual se aprueba el "Convenio número ciento cincuenta y 
cuatro (154) sobre el fomento .de la negociación colectiva", adoptado en la 
Sexagésima séptima (67) reunión déla Conferencia General de la Organización 
Internacional del Trabajo, Ginebra, con fecha diecinueve (19) de junio de mil 
novecientos ochenta y uno (1981). 	 -_ 

I. Introducción 	- 	 - 

Para la presentación del presente Proyecto de ley, observamos en primer -
lugar, lo dispuesto en el artículo 19 de la Constitución de la Organización 
Internacional del Trabajo, en el literal b) de su-  numeral 5, el cual establece que 
los Estados Miembros se obligan a someter los Convenios y Recomendaciones, 
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en el término de un año a partir de la clausura de la reunión de la Conferencia 
(o cuando por circunstancias excepcionales no pueda hacerse en el término de 
un año, tán pronto como sea posible...), a la autoridad o autoridades que 
competa el asunto, al efecto de que le den forma-de ley o adopten otras medidas. 

De-otra parte, citamos el Acta de Acuerdo del 18 de febrero de 1997, suscrita 
por el Gobierno Nacional y los representantes de organizaciones sindicales, en 
la que se determinó lo siguiente, en concordancia con el espíritu de concertación 
que caracterizó las relaciones de las partes en el conflicto: 

"1. El Gobierno Nacional y las Centrales Sindicales, Federaciones de 
Trabajadores y Sindicatos Nacionales del sector público, impulsarán el Proyec-
to de ley número 072 que cursa en el Senado de la República, por el cual se 
regula la negociación colectiva en el sector público, de acuerdo con la 
Constitución Política. 

Para el efecto se integrará una comisión conjunta de representantes del 
Gobierno y de las organizaciones sindicales, a la cual se invitará a los 
presidentes de las Comisiones Séptima de Cámara y Senado, así como a los 
ponentes, que elaborará un pliego de modificaciones" y adiciones al proyecto 
que incluirá los siguientes aspectos: 	. 

— La adopción y observancia de los principios consagrados en los Convenios 
151 de 1978 y 154/de 1981 de la Organización Internacional del. Trabajo...- 

2....El Gobierno Nacional presentará para su ratificación un proyecto de ley 
que adopte como parte de la legislación interna el Convenio 154". 

Para la adopción de este Convenio, la Conferencia tuvo en cuenta la 
necesidad de complementar las normas contenidas en los Convenios número 87 
de 1948 relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho _ de 
sindicación y número 98 de 1949 relativo a la aplicación de los principios del 
Derecho de sindicación y de negociación colectiva, vigentes para Colombia 
desde el 16 de noviembre de 1977, en la Recomendación número 91 y 92 de 
1951 sobre Contratos Colectivos y sobre Conciliación y Arbitraje Voluntarios, 
en el Convenio número 150 y la Recomendación número 158 de 1978 sobre 
Administración del Trabajo. 

El Convenio que se presenta para la aprobación del honorable Congreso, 
está orientado fundamentalmente a que los Estados Partes adopten las medidas 
adecuadas para estimular la negociación colectiva en todas las ramas de la 
actividad económica, pudiéndose determinar hasta qué punto son.aplicables las 
garantías en él previstas a las Fuerzas Armadas ya la Policía y fijar modalidades 
especiales de aplicación a la Administración Pública. 

II. Análisis del instrumento internacional 
El artículo 1° del Convenio determina su ámbito de aplicación, disponiendo 

que éste se aplica a todas las ramas de la actividad económica y el artículo 2 
define lo que comprende la expresión "Negociación Colectiva", objeto del 
Convenio. 	 " 

En el mismo artículo, se consagra que la legislación o práctica nacionales 
podrán determinar hasta qué punto las garantías previstas en el Convenio, son 
aplicables a las Fuerzas Armadas y a la Policía. 

El conveniocontempla, la adopción de medidas tendientes a fomentar la 
negociación colectiva y establece la finalidad que dichas medidas deben tener, 
en los siguientes términos: 

1. La negociación colectiva debe ser posibilitada a todos los empleadores y 
a todas las categorías de trabajadores de todas las ramas de la actividad 
económica. 

2. La negociación colectiva debe ser progresivamente extendida a todo lo 
concerniente a la fijación de las condiciones de trabajo y empleo, a la regulación 
de las relaciones entre empleadores y trabajadores, o a la regulación de las 
relaciones entre empleadores o sus organizaciones y una organización o varias 
organizaciones de trabajadores, o lograr todos estos.fines a la vez. 

3. Fomentar el establecimiento de reglas de procedimiento convenidas entre 
las organizaciones de los empleadores y las organizaciones de los trabajadores 
evitando que las negociaciones colectivas resulten obstaculizadas por la falta 
de las mismas o por su carácter impropio ó insuficiente. 	 - 

4. Que los órganos-y procedimientos de solución de los conflictos laborales 
estén concebidos para que contribuyan a fomentar la negociación colectiva. 

Finalmente, el Convenio en su artículo 6 establece que sus disposiciones no 
obstaculizarán el funcionamiento de sistemas de relaciones de trabajo en los 
que la negociación colectiva tenga lugar. 

Las anteriores consideraciones, hacen que la aprobación de este "Convenio 
número ciento cincuenta y cuatro (154) sobre el fomento de la negociación 
colectiva", adoptado en la sexagésima séptima (67) Reunión de la Conferencia 
General de la Organización Internacional del Trabajo, en Ginebra, Suiza, el  

diecinueve (19) de junio de mil novecientos ochenta y uno (1981), sea una. 
medida eficaz tendiente a superar los conflictos laborales., 

De los honorables Senadores y Representantes. 

La Miñistra de Relaciones Exteriores, 
María Emma Mejía Vélez. 

El Ministro de Trabajo y Seguridad Social, 
Iván Moreno Rojas. 

SENADO DE LA REPUBLICA 
SECRETARIA GÉNLRAL 

Tramitación -de leyes 

Santa Fe de Bogotá, D.C., 19 de septiembre de 1997. 

Señor Presidente. 
. Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 89 de 1997 

Senado "por medio de la cual se aprueba el `Convenio número ciento cincuenta 
y cuatro (154) sobre el fomento.de la negociación colectiva' adoptado en la. 
sexagésima séptima (671) reunión de la Conferencia General de la Organiza-' 
ción Internacional del Trabajo, Ginebra, con fechó diecinueve (19) de junio de 
mil novecientos ochenta y uno (1981), me permito pasar a su Despacho el 
expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día' de hoy-ante 
Secretaría General. La materia de que trata el mencionado Proyecto de ley es 
competencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente. 

"El Secretario_ General, 
Pedro Pumarejo Vega. 

PRESIDENCIA DEL HONORABLE-SENADO DE LA REPUBLICA 

Santa Fe de Bogotá, D. C., 19 de septiembre de 1997. 
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por repartido el 

Proyecto  de ley de la referencia a la Comisión Segunda Constitucional 
Permanente, para lo cual se harán las anotaciones de rigor y se enviará copia del 
mismo'a la Imprenta Nacional con el fin de que sea publicado en la. Gaceta 
Legislativa del Congreso. 	 - 	- 	 - 

Cúmplase. 
El Presidente del honorable Senado de la República, 

Amyllear tcosta Medina. 

El Secretario General del honorable Senado de la República, 
Pedro Pumarejo Vega. 

PROYECTO DE LEY NUMERO 90 DE 1997 SENADO 

por medio de la cual se aprueba el "Acuerdo de cooperación judicial en 
materia penal entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de 
la República del Paraguay ", hecho en Santa Fue de Bogotá, el treinta y uno (31) 

de julio de mil novecientos noventa y siete (1997). 
El Congreso de la República 

Visto el texto del "Acuerdo de cooperación judicial en materia penal entre 
el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República del 
Paraguay", hecho en Santa Fe de Bogotá, D. C., el treinta y uno (31) de julio de 
mil novecientos noventa y siete (1997); que a la letra dice: 

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del instrumento 
internacional mencionado, debidamente autenticado por el Jefe de la Oficina 
Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores)= 

«ACUERDO DE COOPERACION JUDICIAL EN MATERIA PENAL 
ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA 

Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DEL-PARAGUAY 

El Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República del 
Paraguay, en adelante "las Partes"; 

Considerando los lazos de amistad y cooperación que los unen; 

Estimando que la lucha contra la delincuencia, requiere de la actuación 
conjunta de los Estados y constituye una :responsabilidad compartida de la 
comunidad internacional; 	 . 

Conscientes que es necesario el. fortalecimiento de los mecanismos de 
cooperación judicial. y asistencia mutua, para evitar el incremento de las 
actividades delictivas; 	 - 

Deseosos de adelantar ácciones conjuntas de prevención, control y repre- 
sión del delito en todas sus manifestaciones; 	 " 

En observancia de las normas constitucionales, legales y administrativas de 
sus Estados, así cómo el respeto a los principios de Derecho Internacional, en 
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especial de soberanía, integridad territorial y no intervención en los asuntos 
internos, y tomando en consideración las recomendaciones de las Naciones 
Unidas sobre-la materia; 	, 

Acuerdan lo siguiente: 
• CAPITULO I 

Disposiciones generales 
. Artículo 1 

Ambito de aplicación 

1. El presente Acuerdo tiene por finalidad la asistencia jurídica mutua en 
asuntos penales entre las autoridades competentes de las Partes. 

2. Las Partes se prestarán asistencia mutua, de conformidad con las dispo-
siciones del presente Acuerdo y en estricto cumplimiento de sus ordenamientos 
jurídicos, para la investigación de delitos y la cooperación en procedimientos 
judiciales relacionados con asuntos penales. 

3. El presente Acuerdo no faculta a las autoridades o a los particulares de la 
Parte Requirente a realizar en territorio de la Parte Requerida funciones que, 
según las leyes internas, estén reservadas a sus autoridades, salvo en el caso 
previsto en el artículo 13, numeral 3. 

4. Este Acuerdo no se aplicará a: 

a) La detención de personas con el fin de que sean extraditadas ni a las 
solicitudes de extradición; 

b) El traslado de personas condenadas con el objeto de que cumplan 
sentencia penal; 

c) La asistencia a particulares o a terceros Estados. 
Artículo 2 

Alcance de la asistencia 

La asistencia comprende: 
a) Notificación de actos procesales; 

b) Recepción y producción o práctica de'pruebas, tales como testimonios y 
declaraciones, peritajes e inspecciones de personas, bienes y lugares; 

c) Localización e identificación de personas; 

d) Notificación de personas y peritos para comparecer voluntariamente a fin 
de prestar declaración o testimonio en la Parte Requirente; 

c) Traslado de personas detenidas a efectos de comparecer voluntariamente 
como testigos en la Parte Requirente o con otros propósitos expresamente 
indicados en la solicitud, de conformidad con el presente Acuerdo; 

f) Medidas cautelares sobre bienes; 	 - 

g) Cumplimiento de otras solicitudes respecto de bienes, incluyendo la 
eventual transferencia de valor de los bienes decomisados de manera definitiva; 

h) Entrega de documentos y otros objetos de prueba; 

i) Embargo y secuestro de bienes para efectos del cumplimiento de 
indemnizaciones y multas impuestas por sentencia judicial de carácter penal; 

j) Cualquier otra forma de asistencia de conformidad con los fines de este 
Acuerdo siempre y cuando no sea incompatible • con las leyes del Estado 
Requerido. 	 - 

Artículo 3 
Autoridades centrales 

1. Cada una de las Partes designará la Autoridad Central encargada de 
presentar y recibir las solicitudes, que constituyen el objeto del presente 
Acuerdo. 

2. A este fin las Autoridades Centrales se comunicarán directamente entre 
ellas y remitirán las solicitudes a sus Autoridades Competentes. 	- 

3. La Autoridad Central para la República del Paraguay será el Ministerio 
de Justicia y Trabajo. • 	 . 

4. Las Autoridades Centrales para la República de Colombia serán: Con 
relación a las solicitudes de asistencia enviadas a Colombia, será la Fiscalía 
General de la Nación y con relación a las solicitudes de asistencia judicial 
hechas por - Colombia, la Autoridad Central serán la Fiscalía General de la 
Nación ó el Ministerio de Justicia y del Derecho. 

Artículo 4 

Autoridades, competentes para la solicitud de asistencia 

Las solicitudes transmitidas por una Autoridad Central de conformidad con 
el presente Acuerdo se basarán en requerimientos de asistencia de Autoridades 
Competentes de la Parte Requirente encargadas del juzgamiento o investiga-
ción de delitos. 

Artículo 5 
Denegación de asistencia 

• 1. La parte requerida podrá denegar la asistencia cuando: 

a) La solicitud se refiera a un delito tipificado como tal en la legislación 
militar, no así en la legislación penal ordinaria; 

b) La solicitud se refiere a un delito que en la Parte Requerida sea tipificado 
como político o conexo con éste y realizado con fines políticos; 

c) La persona en relación de la cual se solicitare la medida haya sido absuelta 
o haya cumplido su condena en la Parte Requerida por el delito mencionado en 
la solicitud. 

Sin embargo,-esta disposición no podrá ser invocada para negar la asistencia 
en relación con otras personas; 	 - 

d) El cumplimiento de la solicitud sea contrario a la seguridad o al orden 
público. de la Parte Requerida. 	 - 

2. Si la Parte Requerida deniega la-asistencia, deberá informarlo a la Parte 
Requirente a través de su Autoridad Central, expresando las razones en que se 
funda, salvo lo dispuesto en el artículo 12, 1-literal b). 

3. La Autoridad Competente de la Parte Requerida, podrá denegar, condi-
cionar e diferir el cumplimiento de la solicitud, cuando se considere que 
obstaculiza un procedimiento penal en curso en su territorio. 

Sobre esas condiciones la Parte Requerida consultará a la Parte Requirente 
por intermedio de las Autoridades Centrales y, si la Parte Requirente aceptare 
la asistencia condicionada, la solicitud será cumplida de la manera propuesta. 

CAPITULO -II 

Cumplimiento de las Solicitudes 
Artículo 6 	• 

Forma y contenido de la solicitud 

1. La solicitud de asistencia deberá formularse por escrito. 

2. Si la solicitud fuera enviada por télex, facsímil, correo electrónico u otro 
medio equivalente, los documentos originales firmados por la Parte Requirente 
deberán ser remitidos dentro de los 30 días siguientes a su formulación, de 
acuerdo con lo establecido en éste. - 

3. La solicitud deberá contener las siguientes indicaciones: 

a) Identificación de la Autoridad Competente de la Parte Requirente; 

b) Descripción del asunto y la naturaleza del procedimiento judicial, 
incluyendo los delitos a los que se refiere; 

c) Descripción de las medidas de asistencia solicitadas; 

d) Motivos por los cuales se solicitan las medidas; 

e) Texto de la.legislación aplicable; 

f) Identidad de personas sujetas a procedimiento judicial, cuando sean 
conocidas; 	• 

g) Plazo dentro del cual la Parte Requirente desea que la solicitud sea 
cumplida. 

4. Cuando sea necesario, y en la medida de lo posible la solicitud deberá 
también incluir: 

a) Información sobre la identidad y el domicilio de las personas cuyo 
testimonio se desea obtener; 	 - 

b) La identidad y domicilio de las personas a ser notificadas y su relación con 
el proceso; 

c) Información sobre' la identidad y paradero de las personas a ser loca- 
lizadas; , 	 - 	 -• 

d) Descripción exacta del lugar a inspeccionar y la identificación de la 
persona sometida a examen, así como los bienes objeto de una medida cautelar 
o decomiso; 	 - 	- 

e) Texto del interrogatorio a ser formulado para la recepción de la prueba 
testimonial en la Parte Requerida, así como la descripción de la forma como 
deberá recepcionarse y registrarse cualquier testimonio o declaración; 

f) Descripción de la forma y procedimientos especiales en que se deberá 
cumplir la'solicitud, si así fueren requeridos; 

- g) Información sobre el pago de los gastos que se asignarán a la persona cuya 
presencia se solicite a la Parte Requerida; 	- 	- 

h) Cuando fuera necesario y procedente, la indicación de las autoridades de 
la Parte- Requirente que participarán en el proceso que se desarrolla en la Parte 
Requerida; 
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i) Cualquier otra información que pueda ser de utilidad a la Parte Requerida 
para facilitar el cumplimiento de la solicitud. 

Artículo 7 

Ley aplicable 

1. El cumplimiento de las solicitudes se realizará según la ley de la Parte 
Requerida y de conformidad con las disposiciones del presente acuerdo. 

2. A petición de la Parte Requirente, la Parte Requerida cumplirá la 
asistencia de acuerdo con las formas y procedimientos especiales indicados en 
la solicitud, a menos que sean incompatibles con su legislación interna. 

Artículo 8 

Confidencialidad y limitaciones en el empleo de la información 

1. La Parte Requerida mantendrá bajo reserva la solicitud de asistencia judicial, 
salvo que su levantamiento sea necesario para cumplir el requerimiento. 

2. Si para el cumplimiento del requerimiento fuere necesario el levantamien-
to de la reserva, la Parte Requerida solicitará su aprobación a la Parte Requiren-
te, mediante comunicación escrita, sin la cual no se cumplirá la solicitud. 

3. La autoridad Competente del Estado Requerido podrá solicitar qué la 
información o la prueba obtenida en virtud del presente acuerdo tenga carácter 
confidencial, de conformidad con las condiciones que especificará. En tal caso, 
la Parte Requirente respetará tales condiciones y si no puede aceptarlas, 
notificará a la Parte Requerida, que decidirá en definitiva sobre la solicitud de 
cooperación. 

4. La Parte Requirente solamente podrá emplear la información o la prueba 
obtenida en virtud del presente acuerdo en la investigación o procedimiento 
indicado en la solicitud. 

Artículo 9 

Plazos para el trámite de la solicitud 

1. La Autoridad Central de la Parte Requerida informará en un plazo 
razonable sobre el trámite de la solicitud. 

2. La Autoridad Central de la Parte Requerida informará con brevedad el 
resultado del cumplimiento de la solicitud y remitirá toda la información y las 
pruebas obtenidas a la Autoridad Central_de la Parte Requirente. 

3. Cuando no sea posible cumplir la solicitud, en todo o en parte, la 
Autoridad Central de la Parte Requerida comunicará inmediatamente a la 
Autoridad Central de la Parte Requirente e informará las razones por las cuales 
no fue posible su cumplimiento. 

Artículo 10 

Costos 

La Parte Requerida se encargará de los gastos de diligenciamiento de la 
solicitud. La Parte Requirente pagará los gastos y honorarios correspondientes 
a los peritajes, transcripciones y gastos extraordinarios producto del empleo de 
formas o procedimientos especiales y los gastos de viaje de las personas 
indicadas en los artículos 14 y 15. 

CAPITULO III 

Formas de Asistencia 

Artículo 11 

Notificaciones 

1. La Autoridad Central de la Parte Requirente deberá transmitir la solicitud 
de notificación para que comparezca una persona ante la Autoridad Competen-
te de la misma, con razonable antelación a la fecha prevista para esto. 

2. Si la notificación no se realizare la Parte Requerida informará, por 
intermedio de las Autoridades Centrales, a la Autoridad Competente de la Parte 
Requirente las razones que impidieron el diligenciamiento. 

Artículo 12 

Entrega y devolución de documentos oficiales 

1. A solicitud de la Autoridad Competente de la Parte Requirente, la 
Autoridad Competente de la Parte Requerida, por intermedio de las Autorida-
des.Centrales: 

a) Proporcionará copia de documentos oficiales, registros e informaciones 
accesibles al público; 	 - 

b) Podrá proporcionar copias de documentos e informaciones a las que no 
tenga acceso el público, en las mismas condiciones en las cuales esos documen-
tos se pondrían a disposición de sus propias autoridades. Si la asistencia prevista 
en este literal es denegada, la autoridad competente de la Parte Requerida no 
estará obligada a expresar los motivos de la denegación. 

2. Los documentos u objetos que hubieran sido enviados en cumplimiento 
de una solicitud de asistencia judicial, deberán ser devueltos por la Autoridad 
Competente de la Parte Requirente, cuando la Parte Requerida así lo solicite. 

Artículo 13 

Asistencia en la parte requerida 

•1. Toda persona que se encuentre en el territorio de la Parte Requerida y a 
la que se le solicite rendir testimonió, presentar documentos, antecedentes o 
elementos de prueba en virtud de este acuerdo, deberá comparecer de confor-
midad con la legislación de la Parte Requerida, ante la Autoridad Competente. 

2. La Parte Requerida informará con suficiente antelación el lugar y la fecha 
en que se recibirá la declaración testimonial o se presentarán los documentos,_ 
antecedentes o elementos de prueba. Cuando sea necesario, las Autoridades 
Competentes se consultarán por intermedio de las Autoridades Centrales, a fin 
de fijar una fecha conveniente para las Autoridades Competentes de la Parte 
Requirente y Requerida, á los efectos de la asistencia solicitada. 

3. La Parte Requerida autorizará, bajo su dirección, la presencia de las 
autoridades indicadas en la solicitud durante el cumplimiento de diligencias de 
cooperación, y permitirá formular preguntas si lo admite su legislación. La 
audiencia tendrá.lugar según los procedimientos establecidos por la legislación 
de la Parte Requerida. 

4. Si la persona referida en el numeral 1 alega inmunidad, privilegio ó 
incapacidad según la legislación de la Parte Requerida, esto será resuelto por. 
la  Autoridad Competente de la Parte Requerida antes del cumplimiento de la 
solicitud, y se comunicará a la Parte Requirente por intermedio de la Autoridad 
Central. 

. 5. Los documentos, antecedentes y elementos de prueba entregados por los 
declarantes u obtenidos como resultado de su declaración o con ocasión de la 
misma, serán enviados a la Parte Requirente junto con la declaración. 

Artículo 14 

Asistencia en la Parte Requirente 

1. Cuando la Parte Requirente solicita la presencia de una persona en.su 
territorio para rendir testimonio u ofrecer información o declaración, la Parte 
Requerida invitará al declarante o perito ante la Autoridad Competente de la 
Parte Requirente. 

2. La Autoridad Competente de la Parte Requerida registrará por escrito el 
consentimiento de la persona cuya presencia es solicitada en la Parte Reqúiren- -
te, e informará de inmediato a la Autoridad Central de la Parte Requirente sobre 
la respuesta. 

3. Al solicitar la comparecencia, la Autoridad Central dela Parte Requirente 
indicará que los gastos de traslado y de estadía estarán a su cargo. 

Artículo 15 

Comparecencia de Personas Detenidas 

1. Si la Parte Requirente solicita la comparecencia en su territorio de una 
persona que se encuentra detenida en el territorio de la Parte Requerida, ésta 
trasladará a la persona detenida al territorio de la Rarte Requirente, después de 
asegurarse que no existen razones-  serias que impidan el traslado y previo 
consentimiento expreso de la persona detenida. 

2. El traslado no será admitido cuando, según las circunstancias del caso, la 
autoridad competente de la parte requerida considere inconveniente el traslado, 
específicamente cuando: 

• a) La presencia de la persona detenida sea necesaria en un proceso penal en 
curso en el territorio de la parte requerida; 

b) El traslado pueda implicar la prolongación de la detención preventiva. 

3. La Parte Requirente mantendrá bajo custodia a la persona trasladada y la 
entregará a la Parte Requerida dentro del periodo fijado por ésta. 

4. El tiempo que la persona estuviera fuera del territorio de la Parte 
Requerida será computado a los" efectos de la prisión preventiva, o del 
cumplimiento de la pena. 

5. Cuando la pena impuesta a la persona trasladada bajo los términos de este 
artículo expire, y ella se encuentre en el territorio de la Parte Requirente, deberá 
ser puesta en libertad, pasando a partir de entonces, a gozar de la condición de 
persona no detenida para los efectos del presente Acuerdo. 

6. La persona detenida que no otorgue su consentimiento para prestar 
declaraciones en los términos de este artículo, no estará sujeta, por esta razón, 
a cualquier sanción ni será sometida a ninguna medida conminatoria. 

7. Cuando una parte solicite a la otra, de conformidad con el presente 
Acuerdo, el traslado de una persona de su nacionalidad _ y su Constitución 
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impida la entrega a cualquier título de sus nacionales deberá informar el 
contenido de dichas disposiciones a la otra Parte. 

Artículo 16 
Garantía Temporal 

1. La comparecencia de una persona que consienta, en declarar o dar , 
testimonio, según lo dispuesto en los artículos 14 y 15, estará condicionada a 
que la Parte Requirente conceda una garantía temporal, por la cual, mientras se 
encuentre la persona,  en su territorio, ésta no podrá: 

-a) Detener ojuzgar a la persona por delitos anteriores a su salida del territorio 
de la Parte Requerida; 

b) Citar a la persona a comparecer o a rendir testimonio en procedimiento 
diferente al especificado en la solicitud. 	 , 

2. La garantía temporal cesará cuando la persona prolongue voluntariamen-
te su estadía en el 'erritorio de la Parte Requirente por más de quince (15) días, 
a partir del momento en que su presencia no sea necesaria en ese estado; de 
conformidad con lo comunicado a la Parte Requerida. 

Artículo 1.7 

Medidas Cautelares 
1. La autoridad competente de la Parte Requerida diligenciará la solicitud de 

cooperación sobre una medida cautelar, si ésta contiene información suficiente 
que justifique la procedencia de la medida solicitada. Dicha medida se someterá 
a la ley procesal y sustantiva del' Estado Requerido. - 

2. Cuando una Parte tenga conocimiento de la existencia de instrumentos, 
del objeto y/o de los frutos del delito, en el territorio de la otra, que sean posibles 
de medidas cautelares según la legislación de esa Parte informará a la Autoridad 
Central de dicho Estado. Esta remitirá la información recibida a sus autoridades 
competentes a efectos de determinar la adopción de las medidas que correspon-
dan. Dichas autoridades actuarán de conformidad con las leyes de su país, y 
comunicarán a la otra Parte, por intermedio de las Autoridades Centrales, las 
medidas adoptadas. 	 . 

" - 3. La Parte Requerida resolverá, según su legislación, cualquier solicitud 
relativa a la protección de derechos de terceros sobre los objetos que sean 
materia de las medidas previstas en los numerales anteriores. 

4. Un requerimiento efectuado en virtud de este artículo deberá incluir: 
a) Copia de la decisión sobre la medida cautelar; 
b) Resumen de lbs hechos del caso, incluyendo una descripción del delito, 

dónde y cuándo sé cometió y una mención expresa de las disposiciones legales 
pertinentes; 	- 

c) Si fuera posible, la descripción de los bienes respecto de los cuales se 
pretende efectuar la medida y su valor comercial, y la relación de éstos con la 
persona contra la que se inició; 	' . 

d) Estimación de la suma a la que se pretende aplicar la medida cautelar y 
de los fundamentos del cálculo de la misma. 

5. Las autoridades competentes de cada una de las partes informarán con 
prontitud sobre el ejercicio de cúalquier recurso. o de una decisión adoptada 
respecto de la -medida cautelar solicitada o aplicada. 	- 

6. La Autoridad Competente de la "Parte Requerida podrá disponer un 
término que limite la duración de la medida solicitada, la cual será notificada 
con prontitud a la autoridad competente de la Parte Requirente, explicando su 
motivación. 

Artículo 18 

Otras Medidas de Cooperación 	 ' 
1. Las partes, de conformidad con su legislación interna, podrán prestarse 

cooperación para el cumplimiento de las medidas definitivas sobre bienes 
vinculados a ún delito cometido en cualquiera de las Partes. 

2.'Las Partes podrán, concertar Acuerdos sobre la materia. 

Artículo 19 

Custodia y Disposición de Bienes 

- La Parte que tenga bajo su custodia los instrumentos, el objeto o los frutos 
del delito, dispondrá de los mismos de conformidad con lo establecido en su 
legislación interna. En la medida que lo permitan sus leyes y en los términos que 
se consideren adecuados, dicha Parte podrá disponer con la otra de los bienes 
decomisados o el-producto de su venta. 

Artículo 20 
Responsabilidad 

1. La responsabilidad por daños que pudieran derivarse de los actos de sus 
autoridades en la ejecución de este Acuerdo, serán regidos por la legislación' 
interna dé cada Parte. 

2. Ninguna de las Partes será responsable por los daños que puedan resultar 
de actos de las autoridades de la otra Parte, en la formulación o ejecución de una 
solicitud, de conformidad, con este Acuerdo. 

Artículo 21 
Legalización de documentos y certificados 

Los documentos provenientes de una de las Partes, que deban ser presenta-
dos en el territorio de la otra, que se tramiten por intermedio de las Autoridades 
Centrales, no requerirán de legalización o cualquier otra formalidad análoga. 

Artículo 22 
Solución de Controversias 

1. Cualquier controversia que surja - de una solicitud -será resuelta por 
consulta entre las Autoridades Centrales. 

2. Cualquier controversia que surja entre las Partes relacionadas con, la 
interpretación o aplicación de este Acuerdo será resuelta por consulta entre las 
Partes por la vía diplomática y por los medios de solución de controversias 
establecidos en el Derecho Internacional. 

CAPITULO IV 
Disposiciones Finales 

Artículo 23 
Compatibilidad con otros Tratados, Acuerdos u otras Formas de Cooperación 

1. La asistencia establecida en el presente Acuerdo no impedirá que cada una 
de las Partes preste asistencia a la otra al-amparo de lo previsto en otros 
instrumentos internacionales vigentes entre ellas. 

2. Esté acuerdo no impedirá a las Partes la posibilidad de desarrollar otras 
formas de cooperación de conformidad con sus respectivos ordenamientos 
jurídicos. 	 , 

Artículo 24 
Entrada en Vigor y Denuncia 

1. -El presente Acuerdo entrará en vigor a los treinta (30) días contados a 
partir de la fecha de recepción de la última Nota Diplomática en la que las Partes 
se. comuniquen el cumplimiento de los procedimientos exigidos por sus 

,respectivos ordenamientos constitucionales.. 
2. El presente Acuerdo podrá ser denunciado por cada una de las Partes en 

cualquier momento, mediante Nota Diplomática la cual surtirá efectos seis (6) 
meses después dé la fecha de recepción por la otra Parte. La denuncia no 
afectará las solicitudes de asistencia en curso. 

En fe de lo cual, los abajo firmantes, debidamente autorizados por sus 
respectivos gobiernos suscriben el presente Acuerdo. 

Hecho en Santa Fe de Bogotá, a los treinta y un días del mes de julio de mil 
novecientos noventa y siete, en dos'"ejemplares en idioma español, siendo 
ambos textos igualmente válidos y, auténticos. 

Por el Gobierno de la República de Colombia, 
La Ministra de Relaciones Exteriores, 

María Emma Mejía Vélez. 
Por el Gobierno de la República de Paraguay, 
Ministro de Relaciones Exteriores, 

Rubén Melgarejo Lanzoni». 
El Suscrito Jefe de la Oficina- Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores, 

HACE CONSTAR: 
Que la presente reproducción es fiel fotocopia tomada del texto original del 

"Acuerdo de Cooperación Judicial en Materia Penal entre el Gobierno de la 
República de Colombia y el Gobierno de la República del Paraguay", hecha en 
Santa Fe de,Bogotá, D. C., a treinta y uno (31) de julio de mil novecientos 
noventa y siete (1997), documento que reposa en los archivos de la Oficina 
Jurídica de este Ministerio. 

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., 'a primero (01) del mes de septiembre 
de mil novecientos noventa y siete (1997). 

El Jefe de la Oficina Jurídica, 
Héctor Adolfo Sintura Varela. 

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO 
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 

Santa Fe de Bogotá, D. C., 4 de septiembre de 1997 
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional 

para los efectos constitucionales. 	 ' 
(Fdo.) ERNESTO SAMPER PIZANO 

El Viceministro de Relaciones Exteriores, encargado de las funciones del 
Despacho de la señora Ministra. 

(Fdo.) Camilo Reyes Rodríguez. 
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DECRETA: 

Artículo 1°. Apruébase el "Acuerdo de Cooperación Judicial en materia 
penal entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la 
República del Paraguay", hecho en Santa Fe de Bogotá el treinta y.uno (31) de 
julio de mil novecientos noventa y siete (1997). 

Artículo 22. De conformidad con lo dispuesto eñ el artículo 1°, de la Ley 7 
de 1944, el "Acuerdo de Cooperación Judicial en materia penal entre el 
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República del 
Paraguay'-', hecho en Santa Fe de Bogotá el treinta y uno (31) de julio de mil 
novecientos noventa y siete (1997), que por el artículo primero de esta ley se 
aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 

_ internacional respecto del mismo. 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación. 

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a los... 

Presentado al honorable Congreso de la República por las suscritas Ministras 
de Relaciones Exteriores y Ministra de 'Justicia y del Derecho. 

Ministra de Relaciones Exteriores, 

María Emma Mejía Vélez. 

Ministra de Justicia y del Derecho, 

Almabeatriz Rengifo López. 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

El Gobierno Nacional, con base en lo dispuesto en los artículos 150 numeral 
16, 189 numeral 22  y 224 de la Constitución Política de Colombia, somete a 
consideración del honorable Congreso de la República, el proyecto de ley por 
medio de-la cual se aprueba el "Acuerdo de Cooperación Judicial en materia 
penal entre el Gobierno de la República de Colombia y' el Gobierno de la. 
República de Paraguay" hecho en Santa Fe de Bogotá el treinta y uno (31) de 
julio de mil novecientos noventa y siete (1997). . 

Presentación 

La Comunidad Internacional ha venido siendo testigo del crecimiento y 
desarrollo del delito con connotaciones que trascienden las fronteras, bien por 
la nacionalidad de los partícipes o la diversidad de países que directa o 
indirectamente son afectados, o bien por el desplazamiento que hacen los 
delincuentes de un Estado a otro, a fin de eludir la acción de las autoridades 
judiciales del lugar donde han llevado a cabo su actividad ilegal. 

Frente a esta realidad que afecta a todos los países en mayor o menor grado, 
se hace necesario concertar y aunar esfuerzos con el objeto de hacerle frente de 
manera eficiente. Para ello es requisito sine qua non, la implementación de 
mecanismos"de cooperación bilateral y multilateral en materia judicial, que 
propugnen y viabilicen la aplicación efectiva del derecho penal interno de cada 
país, faciliten el seguimiento de personas y aporten las pruebas necesarias para 
el éxito de las investigaciones y procesos judiciales. 

Los Acuerdos o Convenios de Cooperación Internacional dotan a los 
Estados de un canal de comunicación preciso y ágil, lo mismo que de 
herramientas dinámicas y expeditas que permiten adelantar acciones conjuntas 
de control y represión del delito en todas sus formas. Lo anterior, enmarcado 
en principios de Derecho Internacional,_ fundamentalmente en el respeto a la 
soberanía, la no intervención y la autonomía de los Estados, así como, en la 
protección de los derechos fundamentales y las garantías procesales de todas las 
personas. 

Los parámetros establecidos en este tipo de instrumentos, posibilitan la 
implementación de medidas idóneas, que en concordancia con el ordenamiento 
jurídico de las partes, agilizan los mecanismos tradicionales de asistencia 
judicial, constituyéndose en otro instrumento en la lucha para contrarrestar la 
impunidad y desestimular el delito. 

Entre las autoridades judiciales de Colombia y del Paraguay, existe actual-
mente intercambio probatorio a través de dos vías: 

Por vía diplomática, mediante exhortos y cartas rogatorias 

Estos mecanismos están contemplados en `el Código . de Procedimiento 
Penal. Sin embargo, los numerosos trámites hacen que el aporte de las pruebas 
sea dispendioso, en detrimento de la resolución de la investigación y del 
proceso penal. Esta situación, obviamente, incide en la oportuna y eficiente 
administración de justicia. 

2. Mediante la aplicación de los instrumentos establecidos en la Convención 
de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Sicotrópicas, suscrita en Viena en 1988, aprobada mediante Ley 67 de 1993, y 
ratificada el 10 de junio de 1994. 

Este mecanismo es utilizado por la Fiscalía General de la Nación para dar 
curso a las investigaciones por delitos relacionados con- el tráfico ilícito de 
estupefacientes y sustancias sicotrópicas, con lo que se excluyen las demás 
conductas punitivas.' 

MARCO BILATERAL 
El artículo 538 del Decreto 2700 de 1991, actuál Código de Procedimiento 

Penal, permite que.a través de tratados, conveníos o acuerdos entre Gobiernos, 
se propicie la obtención y el traslado de pruebas . con miras a una eficaz-
administráción de justicia para evitar que los delitos y sus autorores queden 
impunes. 

El marco bilateral se constituye, sin duda,. en un mecanismo adecuado para. 
el logro de los objetivos propuestos en el contexto de la cooperación y asistencia 
judicial, 'teniendo eñ cuenta que existen preocupaciones y criterios comunes 
entre la República de Colombia y del Paraguay. Su desarrollo crea un clima de 
confianza' que .permite avanzar hacia mayores logros en la integración :de 
nuestros :pueblos. 	 - 

La voluntad expresa del Constituyente de 1991, que propugna por la 
apertura de Colombia a las nuevas tendencias del derecho internacional, según 
las cuales los Estados no deben seguir actuando de manera aislada y autártica, 
sino que tienen que ejecutar sus actividades dentro de criterios de cooperación, 
integración y acuerdos mutuos sobre todos los aspectos de su devenir (preám-
bulo y artículos 9, 226 y 227 de la Constitución Política), tendencias que se han 
manifestado concretamente a través de instrumentos como éste. 

Las razones anteriormente expuestas, se constituyen en elementos de juicio 
que resaltan la vital importancia de la aprobación por parte del Honorable 
Congreso de la República del presente Acuerdo. 

DEL TEXTO DEL CONVENIO 
Estructura del Acuerdo 

Este instrumento consta de un preámbulo en el cual se consagran los 
principios que orientan este acuerdo; 4 capítulos y 24 artículos-que de manera 
detallada desarrollan los diferentes elementos de cooperación que los Estados 
firmantes_pueden prestarse, al igual que sus requisitos y modalidades. 

Con la estructura-  adoptada se pretende lograr un modelo sobre la materia 
que permita unificar criterios y acciones a nivel internacional en contra del 
delito. 	' 

Articulado del convenio. 
CAPITULO I 

Disposiciones Generales 
Artículo 1 

Ambito de aplicación 
En este artículo se establece el compromiso de las partes de otorgarse la' 

asistencia recíproca en la realización de investigaciones 'y procedimientos 
judiciales de carácter penal, conforme • a sus respectivos ordenamientos jurídi-
cos. 

Con ello queda claro que los Estados aúnan esfuerzos en la lucha contrá la 
impunidad y el delito, sin menoscabar su soberanía, siendo está una importante 
consideración para la suscripción del presente instrumento. 

Así mismo, se señalan los eventos en que no es dable la aplicación de este 
Acuerdo y se fijan los límites al ejercicio de las facultades otorgadas a las 
autoridades de cada una de las partes, evitando con ello las discrepancias'que 
puedan presentarse por usurpación o extralimitación de funciones en el marco 
de la cooperación binacional. 

• Artículo 2 
Alcance de. la Asistencia 

Enuncian las diferentes formas de asistencia judicial que puede ser prestada 
por las partes. 

Esta enumeración no es taxativa, por cuanto se posibilita, cualquier otra 
forma de cooperación, siempre y cuando sea acorde con el ordenamiento 
jurídico de la Parte Requerida. 

Artículo 3 
Autoridades Centrales 

_ Señala las autoridades que, en.cada uno de los Estados Partes, se encargarán 
de presentar, recibir y tramitar las solicitudes de asistencia. 

Sin lugar a dudas, uno de los mayores beneficios de este instrumento es la 
designación de Autoridades Centrales; permitiendo que. sean aquéllas las 
encargadas directas de la remisión y recepción de solicitudes de cooperación, 
así como de las respuestas que se den a las mismas, obviándose, por tanto, la 
vía diplomática para tal efecto. 

4 
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Artículo 4 
Autoridades competentes para la solicitud de asistencia 

Como se indicó en el artículo anterior, las solicitudes de asistencia se 
presentarán y remitirán una vez tramitadas, a través de las Autoridades 
Centrales. No obstante, serán las autoridades competentes, designadas como 
tales por la legislación interna de las Partes firmantes, las qué ejecutarán la 
asistencia. requerida. 

• Artículo 5 

Denegación de asistencia 

Las partes, mediante la suscripción de este Acuerdo, han manifestado su 
voluntad de cooperar mutuamente en la lucha conta la delincuencia. Sin 
embargo, se debe resaltar que la asistencia es potestativa de las partes, por lo que 
pueden rechazar una sólicitud, decisión que debe ser motivada e informada a 
la Parte Requirente en forma escrita y oportuna. En este artículo se establecen 
los eventos y causas por las que el Estado Requerido puede abstenerse de prestar 
la asistencia solicitada. 

La Parte Requerida podrá denegar, condicionar o diferir la ejecución de la 
asistencia si considera que la misma interfiere con el buen desarrollo de una 
investigación o procedimiento penal que se lleve a cabo en su territorio. 

CAPITULO II' 
Cumplimiento de las solicitudes 

Artículo 6 
Forma y'contenido de la solicitud 

Los requisitos que se establecen para la presentación de una solicitud tienen 
como propósito brindar a las autoridades de ambos países los elementos de 
juicio que permitan determinar que dichas solicitudes de asistencia no contra-
rían principios fundamentales dé la organización del Estado, como son el 
principio de legalidad"y la cosa juzgada. 	• 

Adicionalmente, estos requisitos buscan facilitar los trámites de ejecución, 
lo mismo que fijar las circunstancias de modo y tiempo bajo las cuales se debe-
prestar la asistencia solicitada, de manera que esta responda a criterios de 
eficiencia y oportunidad. 

La solicitud debe presentarse por escrito. Sin embargo, se permite que bajo 
_circunstancias de urgencia, esta pueda remitirse por télex o por cualquier otro 
medio electrónico, sin perjuicio de su posterior confirmación con el documento 
original. De' esta manera, se prevén circunstancias que ameriten el 
diligenciamiento inmediato de la asistencia judicial. 

• Artículo 7 
Ley Aplicable 

Para la ejecución y cumplimiento de la asistencia solicitada se sigue el 
principio de -territorialidad de la ley penal, sometiendo así al ordenamiento 
jurídico de la Parte Requerida la práctica de cualquier actuación en desarrollo 
de la solicitud. De manera que, por ejemplo, la práctica de pruebas, notificacio-
nes, o la ejecución de medidas cautelares o definitivas, se deben ceñir, en el caso 
colombiano, a las reglas de procedimiento que se establecen en nuestra 
-legislación interna. 

Artículo 8 

Confidencialidad y limitaciones en el empleo de la información 
Se establece la reserva que debe guardar el Estado Requerido, tanto de la 

solicitud como del otorgamiento de la asistencia judicial, salvo que su divulga-
ción sea necesaria para el buen trámite de la misma y se cuente con la 
autorización de la Parte Requirente. 

De igual manera, se impone al Estado Requerinte las obligaciones de, 
mantener reserva sobre la información y las pruebas obtenidas, excepto cuando 
fuere necesario su divulgación total o parcial, para lo cual solicitará el 
beneplácito del Estado Requerido, y utilizar la información o las pruebas 
obtenidas a través de este Convenio, conforme a lo declarado en la solicitud de 
asistencia efectuada, salvo autorización previa de la Parte Requerida. 

- Artículo 9 
Plazos para el trámite de la solicitud 

. El Acuerdo prevé que con respeto a la solicitud presentada por la Parte 
Requirente, la Parta Requerida mantendrá una permanente,y actual informa-
ción de su trámite a la Autoridad Central Requirente. Dicha información 
comprende el trámite dado a la solicitud, el cumplimiento del requerimiento y 
la remisión de información y pruebas, incluso se informará las razones por las 
cuales no fue-posible el cumplimiento de la solicitud. 

Si bien los plazos previstos para el trámite de la solicitud no tienen un tiempo 
definido o determinado, con las expresiones: "plazo razonable", "informar con  

brevedad" o "comunicará inmediatamente" se asegura una verdadera eficacia 
de la cooperación judicial. 

Artículo 20 
Costos 

Las Partes se comprometen a sumir los -gastos que realmente les correspon-
den, evitando que la cooperación se vuelva demasiado onerosa para la Parte que 
la ofrece, definiendo' tales gastos en ordinarios y extraordinarios: 

CAPITULO III 

Formas de asistencia 

Artículo 11 

'Notificaciones 

Se señala la obligación de la autoridad central de la Parte Requerida, previa 
solicitud de la Parte Requirente, de notificar a las personas que se encuentren 
en su territorio, para que comparezcan'ante las autoridades competentes de la 
Parte Requirente. 	 - 

Artículo 12 - 

Entrega y devolución de documentos oficiales 
Se establece que la Parte Requerida por solicitud de la autoridad competente 

de la Parte Requirente, podrá proporcionar copias de documentos públicos y 
privados, en-las mismas condiciones en las que se pondrían a disposición de sus 
propias autoridades. 

Los documentos y objetos otorgados en desarrollo de la asistencia consagra-
da en este convenio deben ser devueltos'a la Parte Requirente, cuando así se 
solicite. 	 - 

Artículo 13 
Asistencia en la Parte 'Requerida 

La práctica de testimonios, peritajes; presentación de documentos o elemen-
tos de prueba que se efectúe ante las autoridades competentes de la Parte 
Requerida en desarrollo de una solicitud de asistencia, se regirá por el ordena-
miento interno de dicha Parte. 

Se contempla la posibilidad de que las Autoridades Judiciales de la Parte 
Requirente estén presentes, al momento de la práctica de las diligencias 
solicitadas, buscando con ello, la aplicación del principio procesal de la 
inmediación de la prueba, garantizando la legalidad de la misma y su posterior 
valoración. 	 - 

Artículo 14 

Asistencia en la Parte Requirente 
Se establece que a solicitud de la Parte Requirente, la Parte Requerida -

-invitará a personas que se encuentren en su territorio para comparecer ante las 
autoridades competentes de aquella, bien en calidad de testigos o de peritos-. 

Artículo 15 

Comparecencia de.personas detenidas 

Se consagra la posibilidad de que una persona detenida en el territorio de 
la Parte Requerida cuya comparecencia personal en calidad de testigo se solicite 
por la Parte Requirente, sea transferida al territorio de ésta, previo consenti-
miento de la persona citada. 

Igualmente, se señalan los motivos por los cuales esta clase de solicitud 
puede ser denegada.. 	 - 

Es obligación de la Parte beneficiada con la mencionada asistencia garan-
tizar al Estado Requerido que se aplicarán las medidas pertinentes a fin de que 
el detenido regrese a su territorio en las mismas condiciones. 

Un aspecto 'significativo del desarrollo de este tipo de asistencia, es la 
liberalidad que tiene la persona citada de consentir o no su traslado a la Parte 
Requirente, al establecer que la comparecencia se hace en forma voluntaria, sin 
imposiciones del Estado Requerido,,y por tanto con plena salvagurdia de todos 
sus derechos y garantías. 	 - 

Artículo 16 

Garantía temporal 

Consagra una garantía temporal que cobija al testigo o perito que como: 
consecuencia de una citación comparezca ante la autoridad competente de la 
Parte Requirente. 

Este beneficio consiste en que el traslado no puede ser 'detenido o juzgado 
en el territorio del ' Estado Requirente, por hechos anteriores a su salida del 
territorio de la-Parte Requerida, ni citado a comparecer o declarar en procesos 
diferentes al que fundamentó la solicitud. Sin embargo, si una vez evacuada la 
diligencia para la que comparece el testigo o perito, éste no regresa a su país de 
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origen dentro de los quince días siguientes, la garantía cesará y el Estado 
receptor recuperará todo su poder punitivo frente a esta persona. 

Artículo 17 

Medidas cautelares 

Con base en la solicitud de asistencia, los bienes ubicados en el territorio 
nacional de cualquiera de las Partes, pueden ser objeto de una medida provisio-
nal que impida su transferencia o movilización, con el fin de limitar la 
posibilidad de su comercio mientras la justicia se pronuncia de manera 
definitiva sobre el bien. 	 . 

Es de anotar que la autoridad competente de la Parte Requerida diligenciará 
la solicitud de cooperación sobre una medida cautelar si la información 
proporcionada por la Parte Requirente es suficiente y justifique la procedencia 
de la medida solicitada, en observancia de las leyes de esta Parte y resolviendo, 
según su legislación, la protección de derechos de terceros sobre los objetos que 
sean materia de las medidas previstas. 

Para esta clase de solicitudes, se prevé que, además de llenar los requisitos 
generales contemplados en el artículo 6° del Acuerdo, deben cumplir con unos 
adicionales como son, copia de la medida cautelar, resumen de los -hechos, 
descripción del delito, descripción de los bienes objeto ' de la medida y la 
iniciación de la relación que tienen éstos con la persona contra la cual se sigue 
la actuación judicial. - 

Así mismo, se estipula la sujeción para la realización de estas actuaciones, 
a las leyes de procedimiento del Estado Requerido, buscando con ello, especial-
mente, la tutela de los derechos de terceros de buena fe.. 

Artículo 18 

Otras medidas de cooperación 

Establece la posibilidad de que las partes cooperen en la ejecución de 
medidas de carácter definitivo sobre bienes vinculados a un delito, cometido en 
el territorio de cualquiera de ellas, siempre y cuando sus ordenamientos 
jurídicos así lo permitan. 	 - 

Adicionalmente, prevé la posibilidad de concertar entre las partes acuerdos 
específicos de cooperación para el cumplimiento de medidas definitivas. 

Artículo 19 

Custodia y disposición de bienes 

Se faculta a los Estados Parte disponer, según-su legislación interna, de los 
instrumentos y productos del delito que se encuenten en su territorio y hayan 
sido decomisadas con fundamento en el presente convenio. En la medida que 
lo permitan sus leyes, dicho Estado Parte podrá repartir con el otro Estado los 
bienes decomisados o el producto de su venta. 

Artículo 20 

- De esta forma, quedan expuestos los argumentos que justifican la importan-
cia de este instrumento y la necesidad de incorporarlo, a nuestro ordenamiento 
jurídico. 

De los honorables Senadores y, Representantes. 	 - 

La Ministra de Relaciones Exteriores, 
María Emma Mejía Vélez. 

La Ministra de Justicia y del Derecho, 	 , 
Almabeatriz Rengifo López. 

SENADO DE LA REPUBLICA 

SECRETARIA GENERAL 

Tramitación de leyes 

Santa Fe de Bogotá, D. C., 19 de septiembre de 1997 

Señor-  Presidente: 
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 90/97, 

Senado, por medio de la cual se aprueba el "Acuerdo de cooperación judicial 
en materia penal entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno 
de la República del Paraguay" hecho en Santa Fe de Bogotá, el treinta y uno (31) 
de julio de mil novecientos noventa y siete (1997), ,me permito pasar a su 
Despacho el expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día 
de hoy ante Secretaría General. La materia de que trata el mencionado Proyecto 
de ley es competenciade la Comisión Segunda Constitucional Permanente. 

El Secretario General del honorable Senado de la República, 
Pedro Pumarejo Vega. 

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA 

Septiembre 19 de 1997 	 - 
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por repartido el 

Proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda Constitucional 
Permanente, para lo cual se harán las anotaciones de rigor y se enviará copia del 
mismo a la Imprenta Nacional con el fin de que sea publicado en la Gaceta 
Legislativa del Congreso. 

Cúmplase. 

El Presidente, 
Amylkar Acosta Medina. 

El Secretario General, 
Pedro Pumarejo Vega. 
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SENADO DE LA REPUBLICA - 

Responsabilidad 
	 PROYECTOS DE LEY 	

Págs. 
Este artículo señala que una Parte no será responsable - de los daños 

ocasionados por la otra en la formulación o ejecución de una solicitud. 	- 

Como se ha manifestado a lo largo de este instrumento, la Parte Requerida 
es autónoma al tomar la decisión de prestar o no la asistencia solicitada, según 
la evaluación de la viabilidad y conveniencia que haga de la misma, por lo tanto, 
una vez adoptada la determinación de ejecutar- las medidas solicitadas, las 
autoridades competentes serán totalmente responsables de las consecuencias 
que de ello se deriven. 

Artículos 21 al 24 

Legalización de documentos y certificados. Solución de controversias. 
Compatibilidad con otros tratados,-  acuerdos u otras formas 

de cooperación. Entrada en vigor y denuncia 

Finalmente, en los aspectos relativos a la legalización de documentos, 
solución de controversias, compatibilidad del acuerdo con otros instrumentos 
internacionales, entrada en vigor y denuncia, se ajusta a las prácticas y normas 
del Derecho Internacional consagradas en. la  Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados. 	 - 	 -  

Proyecto de ley número 87 de 1997 Senado, por medio de la cual se aprueba la 
"Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores", hecha en 
México, D. F., México, el dieciocho (18) de marzo de mil novecientos noventa 
y cuatro (1994) ............................................:...................................................... 

Proyecto de ley número 88 de 1997 Senado, por medio de la cual se aprueba la 
"Convención sobre la obtención de alimentos en el extranjero", hecha en New 
York, el veinte (20) de junio de mil novecientos cincuenta y seis (1956) ......... 	5 

Proyecto de ley número 89 de 1997 Senado, por medio de la cual se aprueba el 
"Convenio número ciento cincuenta y cuatro (154) sobre el-  Fomento de la -
Negociación Colectiva", adoptado en la sexagésima séptima (67) reunión de la 
conferencia general de la Organización Internacional del Trabajo, Ginebra, con 
fecha diecinueve (19) de junio de mil novecientos ochenta y uno (1981) ........ 	8 

Proyecto de ley número 90 de 1997 Senado, por medio de la cual se- aprueba el -  
"Acuerdo de cooperación judicial en materia penal entre el Gobierno de la 
República de Colombia y el Gobierno de la República del Paraguay", hecho en 
Santa Fe de Bogotá, el treinta y uno (31) de julio de mil novecientos noventa y 
siete(1997) ......................................................................................................... 	10 
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